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NOTA EXPLTCATIVA

Este libro, como todos los libros, es el fruto de muchos años de trabajo
y estudio~ y responde a muchas motivaciones.

Desde el punto de vista académico, su origen remoto está en el
Seminario que tuve a mi cargo, en 1976, en los cursos de post-grado de
la Facultad de Ciencias Juridicas y Políticas, sobre "Propiedad Privada
!I Urbanismo", el cual sirDió, a la ces, como Seminario interno para los
Profesores del Instituto de Derecho Público de la misma Universidad.
Otros cursos sobre '''Aspectos Institucionales de la Ordenacíón del Terri­
torio y del Desarrollo Urbano" que tuve a mi cargo desde 1976, en los
cursos de Post-Grado sobre Planificación Regional, del Centro de Estudios
de Desarrollo y sobre Urbanismo en la Facultad de Arquitectura y Urba­
nismo de la misma Unive1'sídad Central, contribuyeron a ir ordenando las
ideas contenidas en este libro.

El origen próximo del libro, en todo caso, está en la elaboración del
trabajo para mi incorporación, en 1978, como Individuo de Número en el
Sillón N' 10 de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, que llevó
por títulu "El Hégimen Urbanistico de la Propiedad Privada". Este libro,
básicamente, constituye la actualización de dicho trabajo.

Pero paralelamente a la motivación académica, este libro responde a
los innumerables problemas, estudios U cuesticmamientos relativos a nues­
tra realidad urbanística, que se me han planteado en los últimos años
desde el punto de vista profesional. En este sentido, su motivación remota
está en mi aporte a la Comisión Heorganizadora de la Oficina Munícipal
de Planeamiento Urbano que funcionó en 1967, de la cual fui miembro
y a la cual presenté, para su adopción posterior, tanto la Exposición de
Motivos como el Proyecto inicial del Convenio de la Mancomunidad
Urbanística del Area Metropolitana de Caracas 11 de las Ordenanzas de
Ordenación Urbanística de las ltlunicipalidades que la ¡,ntegran.

En este mismo orden de ideas, otra motivación está en el proyecto que
elaboré para el Ministerio de Obras Públicas, en 1975, de unas bases
para la Ley de Ordenación Urbanística, la cual, lamentablemente, cino a
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sumarse a la larga lista de proyectos de ley, jamás discutidos con seriedad
en nuestro país.

Posteriormente, y en particular desde 1975, los múltiples problemas
urbanísticos que se han presentado en Caracas, y sobre los cuales me ha
tocado dictaminar y atender como abogado en defensa de intereses par­
ticulares que se han visto afectados, no por un supremo interés público
frente al cual tendrían que claudicar, mediando compensación, sino por
la arbitrariedad de algunos concejales y autoridades municipales, me
llevaron a estudiar muchos aspectos jurídicos del urbanismo en nuestro
país, que conforman la médula de este libro.

Por ello, este libro no es un nuevo ejercicio teórico y abstracto
sobre el régimen jurídico del urbanismo en Venezuela, sino que tiene un
contenido práctico, motivado por cuestiones concretas que han sido
analizadas y estudiadas con el aporte de todo e! bagaje teórico necesario.

Todas estas motivaciones, surgidas a través de tantos años y de
tantas actividades, me obligan a expresar mi gratitud por la cooperación
recibida, directa e indirectamente, de muchas personas cuya enumeración
resultaría imposible. Debo mencionar, sin embargo, a mis alumnos en los
cursos universitarios de post-grado mencionados,' a mis colaboradores en el
Instituto de Derecho Público y, en mi Escritorio, particularmente a la
abogado Mary Ramos Fernández, por su colaboración en la redacción de
los puntos II y III de! Capítulo II y del punto I del Capítulo V, así como
por su permanente ayuda en las diversas etapas de preparación del libro; a
todos los amigos profesionales de la arquitectura, con quienes, desde 1967,
he discutido problemas y aspectos del urbanismo y de quienes, por tanto,
he aprendido las bases técnicas de esta disciplina, y en particular, a mi
hermano Arq. Tony Breuser-Carias y a su esposa Arq. Mélida Díaz de Bre­
wer, por el estimulo que en algún momento, sin saberlo, me dieron para
la preparación de este libro; y en fin, a todos aquellos amigos quienes, en
el sector público y en el sector privado, me encomendaron estudios y po­
nencias en materia ufbanÍstica, o confiaron en mi criterio jurídico para la
defensa de sus derechos e intereses. Sin la colaboración o motivación de
todos ellos este libro no sería.

Quiero agradecer, por 'último, a mis grandes amigos, Ramón Martín
Mateo, Proiesor de Derecho Administrativo de la Universidad del País
Vasco y quien con su trabajo en el Prouecto Ven-ll sobre "Urbanización
en 'Venezuela" ha sido, sin duda, uno de quienes más ha estudiado el
basamento institucional-urbanístico de nuestro país; y Pedro Pablo Az­
purua. uno de los ingenieros con más experiencia en el tratamiento de
los problemas urbanísticos dc Caracas y a quien he pedido nos dé un
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testimonio de la transformación urbanística de la ciudad, quienes con su
"Prólogo" y "Presentación", respectivamente, a esta obra, me honran.

Pero los estudios de derecho urbanístico en Venezuela tienen un
iniciador e impulsador concreto: el Profesor Antonio Moles Caubet, a
quien tuve el honor de sustituir en la dirección del Instituto de Derecho
Público al producirse su jubilación, y quien no sólo como asesor por
muchos años del h1inisterio de Obras Públicas, sino como Director del
Instituto, le dio un impulso decisivo a esta disciplina en el pais. Por ello
he querido publicar este libro como un homenaje a su persona al retirarse
del serdcio activo universitar io, pero no del Instituto, en el cual siempre
conserva su posición.

Como siempre, Beatriz ha sido el soporte de este libro. Sin su ayuda,
amor y comprensión, no hubiera podido elaborarlo durante los últimos años.

A. R. B.-C.

Caurimare, septiembre 1980.
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PROLOGO

Me cabe el honor de prologar la notable monografía que dedica el
Dr. Brewer-Carías al estudio del régimen jurídico de la propiedad ur­
bana, tema este que entra de lleno en mis preocupaciones actuales y sobre
el que me voy a permitir un breve excurso.

Las especiales características de este tipu de dominio. no han sido
todavía captadas más que por un pequeño núcleo de juristas, Propieta­
rios, políticos, administradores y la mayoría de los profesionales del Dere­
cho siguen, miméticamente, trasplantando a este campo la imagen ins­
titucional de la propiedad rústica, La superposición de estos esquemas
para situaciones, como veremos, rigurosamente heterogéneas, resulta no
sólo jurídicamente perturbadora, sino a la vez es causa de notorias
disfunciones sociales.

Creemos que puede afirmarse que la propiedad en general, en cuanto
originadora de vínculos intensos de relación entre las pers01UlS y las cosas,
tiene una cierta justificación bio-social, si se trata de bienes de consumo
inmediato o duradero, pero no tiene necesariamente que jugar un papel
definitivo ni en cuanto a los mecanismos de apropiación de aquellos bie­
nes, el mercado entre ellos, ni en relación con los bienes de producción.

La propiedad rústica constituyó, desde sus orígenes romanos, un útil
artilugio jurídico al servicio de fines económicos: el mejor aprovecha­
miento de las tierras. Acicateados por el estimulo psicolágico de esta
situaci6n de absoluta dominaci6n y autorresponsabilidad, los ex legiona­
rios y colonos obtuvieron de 70S campos del Imperio excelentes rendi­
mientos, cuyos excedentes se destinarían a satisjacer las necesidades
alimenticias del peligroso, inestable y parasitario conglomerado urbano
romano.

Este régimen ha funcionado durante siglos satisfactoriamente, y toda­
vía aún parece ser eficaz, como revela el hecho de las dificultades de
las modalidades de colectioizacion, pero ya no es el que realmente
sustenta avanzadas soluciones industrializadas de agricultura y ganadería.
Su trasplante al ámbito industrial tuvo también éxito en épocas de arte­
sanato y en los primeros desarrollos de la cidlización industrial, aunque
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a costa de enormes sacrificios sociales, pero hoy quiebra también con
la aparición de la tecnoestructura y las grandes empresas.

Tratándose de la propiedad urbana, nunca ha funcionado bien. Ya
en la propia Roma dio lugar al caos y a una opresi6n intolerable. Cuando
las ciudades se estabilizan, se apreció menos aparatosamente su inade­
cuación, aunque siempre ha habido limitaciones de origen público a las
iniciativas dominicales urbanas y constantemente se reiteran, a lo largo
de la historia, medidas parangonables a las actuales, en materia, por
ejemplo, de congelaci6n de alquileres.

Si comparamos el substrato económico de ambas relaciones domini­
cales, la rústica y la pricada, se cisualizará de inmediato la imposibilidad
de su tratamiento unitario.

En efecto, en las modalidades transaccionales de la propiedad de
la tierra agrícola, encontramos de una parte una oferta rígida en función
de las superficies disponibles, ya que excepto en un limitado número de
países, la ampliación de estos terrenos es hoy descartable; recordemos
las conclusiones globales del Club de Roma. La demanda, por su parte,
es elástica en cuanto que nadie se siente fatalmente abocado a granjero.

Los precios, salvo que medien factores especulativos de inversores
ocasionales, se basan en consideraciones intrínsecas, fertilidad y renta­
bilidad, aunque también influyan, cada vez menos por la mejora de los
transportes, factores de localizaci6n y proximidad a los mercados.

Las moti'caciones normales del horno cconomicus pueden ser aquí
asumidas sin mayor preocupaci6n por los poderes públicos, ya que te6­
ricamente puede esperarse que salvo la aparición de circunstancias abe­
rrantes, latifundistas absentista", por ejemplo, debe esperarse una activi­
dad econ6mica aceptable; a lo más la Administraci6n deberá suministrar
incenli'cos fiscales o financieros por la explotación de terrenos mar­
ginales.

En el medio urbano el panorama es diametralmente distinto. La
oferta de solares y viviendas puede ampliarse indefinidamente, aunque
con crecientes costes económicos y sociales, hasta desembocar en la crea'
ción de auténticas galaxias urbanas. Por otra parte, la demanda viene
apremiantemente impulsada por las carencias de vivi.endas y espacios
complementarios, para las necesidades normalmente expansivas de las
poblaciones urbanas.

Ello no quiere decir que la conjunci6n de oferta y demanda opere
aquí en las idílicas condiciones que preveía la economía clásica. La
posici6n de los oferentes adquiere habitualmente caracteres privilegiados
y oligopólicos, pues si bien, efectivamente, el dispositivo urbano es sus­
ceptible de incremento, los tiempos que ello comporta no se sincronizan
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con los de la demanda y, además, estas posibilidades están siempre fác­
ticamente en pocas manos. Excepcionalmente pueden darse condiciones
inversas en épocas de crisis en las que se retrae la demanda, apareciendo
un excedente no asimilado, pero esto suele afectar sólo a viviendas para
clases sociales elevadas aunque también, a veces, a las destinadas a otros
sectores, si sus rentas no han crecido en proporción a los encarecimientos,
artificiales o no, de este tipo de bienes.

Pero sobre todo, lo que me parece definitivo, los precios de los terre­
nos y a la postre de las viviendas en ellos construidas, no están en fun­
ción de sus características intrínsecas, ni los beneficios de sus detentado­
res dependen de su laboriosidad productiva. Son circunstancias ex6genas
las que determinarán los valores en juego. No es el crecimiento de las
cosechas lo que influye aquí en el precio de la tierra y en los ingresos
de su titular, sino el crecimiento de la ciudad y la mejora de su equi­
pamiento.

Hay una definición sucinta que estimo capital para comprender esta
fenomenología: un solar es un espacio equipado. Simplemente, la posibili­
dad de situar una serie de 'Usos, habitacumales, comerciales o industriales,
sobre un área urbana, dependerá de su nicel de dotaciones infraestruc­
turales. Ello explica c6mo sobre unos pocos metros cuadrados puede
construirse un rascacielos, mientras que centenares de hectáreas no pue~

dan soportar, sin más, un edificio de tres o cuatro plantas.

La lógica del equipamiento, por lo demás elemental, no puede ser
violada sin graves consecuencias: Si las intensidades de usos concedidos,
o furtívamente establecidos, no está acompañado de un equipamiento ade­
cuado, surge inevitablemente el agobio, la saturaci6n de los servicios y
el caos urbano.

Esta perspectiva ayuda a comprender muchos de los problemas que
enfrenta la disciplina jurídica del medio urbano. Más allá de perturba­
dores esquemas extrapolados de la propiedad rural romana, la metodo­
logía que ahora manejamos nos aclara por qué deben cederse terrenos
para usos comunitarios, cómo resulta injusto que un propietario enajene
con su parcela cuotas correspondientes a un equipamiento general que
no ha costeado, el porqué de la propia zonificaci6n, el sentido de las
contribuciones de mejoras, etc.

Esta reflexí6n de conjunto nos reconduce a la postre a la figura
central del Plan, que desde una perspectiva caballera, trata de armonizar
los usos con la infraestructura complementaria. El Plan, entendido como
normación de actividades razonables, constituye algo más que un con·
junto de previsiones técnicas, es precisamente la base legitimadora de
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los usos urbanos, sanciona jurídicamente el funcionamiento de un deter­
lninado sistema urbano.

A la postre, el calor económico de la propiedad urbana deriva del
nivel de equipamiento que el Plan establece y de la licencia posterior­
mente otorgada en cuanto constatación de que, efectivamente, los USO\)

intentados son concordes con el Plan. La visión horizontal de la propie­
dad rural se trueca, así, en una perspectiva volumétrica,

La licencia constituye un título que incorpora el calor venal del
drea poseida, título que, por cierto, en circunstancias anómalas de defi­
ciente funcionamiento del aparato administrativo puede adquirir un valor
adicional y especulativo, capitalizando la dificultad de su obtención.

y con ello pongo punto final a este breve ensayo juridico, esperando
que contribuya a comprender mejor y a valorar como se merece la im­
portante obra con que ahora nos obsequia mi viejo amigo, el excelente
jurista cenezolano Allan R. Brewer-Carias.

Bilbao, octubre de 1978.

RAMON MARTlN MATEO
Rector de la Universidad de Bilbao
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PRESENTACION

"La vida es lucha, y la solidaridad para la
vida es lucha y se hace en la lucha. No me
cansaré de repetir que lo que más nos une
a los hombres unos con otros son nuestras
discordias" .

Miguel de Unamuno *

l. El querido amigo y presngroso jurista AlIan R. Brewer-Carías,
me ha pedido que le haga una Presentación a este Iihro, cosa que hago
gustosamente; en ella intentaré describir las imágenes por las cuales
ha pasado el "Urbanismo" desde el día que salimos a la luz de la
Venezuela moderna en 1936. He tratado de justificar algunas interrogan­
tes: ¿Por qué estoy escribiendo en esta Presentación? ¿Por qué lo estoy
haciendo con tanto agrado? dSerá acaso porque este libro va más allá
de un texto jurídico y es más bien todo un planteamiento político sobre
el urbanismo y los urbanistas? Seguramente también por haber sido tes­
tigo y autor del tiempo al cual Brcwer-Curías se refiere cuando expresa:
"En cuatro décadas, el país, todo, ha cambiado; no sólo desde el punto
de vista político y socioeconómico, sino también, por supuesto, desde
el punto de vista urbano". Para luego agregar: "En cuarenta años, por
tanto, Venezuela es otra; no tiene nada que ver con aquella Venezuela
en la década de los treinta, y si algo caracteriza particularmente esta
transformación, es este proceso de urbanización que se ha operado".

Trataré de cumplir esta "tarea", poniendo todo mi empeño y entu­
siasmo, por el mejor deseo de quedar bien en este "examen", sobre cómo
eran las ciudades, especialmente Caracas y sus pobladores hace cuarenta
años.

• La Agonía del Cristianismo. Octubre de 1924 (1930).
Nota: Los entrecomillados no citados son del libro de A. R, Brewer-Cartas, que se pre­
senta, o palabras usadas en foema figurada.
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2. ¿Cómo eran las ciudades en Venezuela?
· .. "La ciudad actual data de la época colonial y ha conservado

hasta estos últimos años la fisonomía que tanto nos agrada. Sin embargo,
el aumento considerable de la población -alrededor de cicn mil per­
sonas desde el año 1926 1_ tiende a modificar su carácter.,,".

, , . "Permitir construcciones elevadas en calles angostas, en manza­
nas profundas, donde no se reservan las luces suficientes que la higiene
aconseja, constituye una grave imprevisión desde cualquier aspecto que
se le considere.,.",

· .. "La ciudad, en su esfuerzo natural de expansión, querrá despla­
zarse rápidamente, desde sus calles estrechas hacia superficies más am­
plias, aireadas y soleadas. Los lugares modernos de hoy, reservados a
las habitaciones, se cubrirán de inmuebles comerciales y la ciudad actual
se tornará en una ciudad antigua e insalubre, donde no podrán vivir
sino elementos infelices dc la población ... ".

· .. "Cuando eso ocurra, los propietarios, al contemplar cómo se des­
valorizan poco a poco sus propiedades, nos reprocharán nuestra desidia
así como hoy en día t-ienden a reprocharnos nuestra previsión .. .".

· .. "La Ley debe ser la misma para todos y la transformación armó­
nica de la ciudad no puede asegurarse sino mediante la publicación de
los planos y de la aprobación, por parte de esta Asamblea, de las orde­
nanzas ad-hoc para la ejecución ... " 2,

El diagnóstico realizado en aquellos lejanos tiempos (1938) se ha
cumplido cabalmente, y sólo podría considerarse una excepción el de la
desvalorización; sin embargo, los aumentos del precio de los terrenos en
el área señalada no ha resultado proporcional al que han tenido aque­
llas "superficies más amplias, aireadas y soleadas" que fueron ocupadas
posteriormente.

Lo diagnosticado para Caracas en 1938, se ha dicho y se ha repe­
tido en múltiples informes de la Comisión Nacional de Urbanismo y
luego por la Dirección de Urbanismo -Direcci6n General de Planifica­
ción del Ministerio de Obras Públicas-, cuando se realizaron los planos
reguladores para las diferentes ciudades de Venezuela.

¿Habia decisión política de cumplir con los Planos Reguladores que
se han realizado desde 1946 hasta hoy? ¿Los técnicos eran buenos o sólo
eran estudiosos y simples repetidores de técnicas extranjeras? ¿Se elabo­
raron planos rectores con teorías inobjetables desde el punto de vista
urbanístico, pero que no respondían a una realidad geográfica, social y

1. El lapso es de 12 años (1926-1938).
2. Mibelli, Elbano, Exposición al Concejo Municipal correspondiente al año 1938

(los subrayados son del autor). Revista Municipal del Distrito Federal, Año 1, NQ 1,
noviembre 1939 (El general Mibelli era el gobernador del Distrito Federal).
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política en cada una de las "cortaduras" en el tiempo en que fueron
propuestos? ¿Ha sido más bien que no se hizo un planteamiento integral,
por ser cauteloso para evitar un "rechazo"? De una u otra manera,
los resultados no han sido satisfactorios y ha llegado el momento de
analizar el pasado, de buscar realmente lo que de histórico y valedero
ha existido en este pasado, hacer una imagen de lo que se desee y tomar
todas las decisiones politicas, pero al mismo tiempo tener voluntad para
realizarlas -entiéndase que deben ser Políticas con mayúsculas, no de
ventajas partidístas-i-, por más antipáticas o dolorosas que ellas pue­
dan ser,

La imagen futura deseable, o por lo menos alcanzable, no debe
basarse solamente en los datos estadísticos y sus tendencias; debe ser
una que conduzca a un planteamiento de fondo de la ocupación orde­
nada de los espacios en forma integral y prospectiva, proponiendo fines
y usos que deben cumplir los recursos naturales y económicos. Para ello
se requiere conocer los problemas que han entorpecido el lograr un bien­
estar aceptable en el medio urbano y también en las pequeñas comu­
nidades del medio rural.

Creo sinceramente que estaríamos en mejor situación si hubiésemos
aceptado las enseñanzas del Padre Lebret (1964) en Venezuela, no en
otras latitudes, después de haber vivido HTI lapso entre nosotros y estu­
diado una de las ciudades más dinámicas del país: Valencia',

Lebret nos dice: "La riqueza, que no hay que confundir con las
riquezas, concepto únicamente económico, conlleva, como valor, una
mejor distribución de los recursos gracias al advenimiento de la ciencia,
la cual se opone a la avaricia tecnificada. La riqueza, como producción,
tiene que desembocar fatalmente en beneficio de todos, es decir, teniendo
que preocuparse de todos los hombres"; siguiendo esta tesis, hace dife­
rencia entre el progreso y el progreso integral,

Define Lebret el progreso integral: "Al iniciar el progreso económico,
se debe haber emprendido, al mismo tiempo, el progreso urbanístico,
llevándolo hasta el desarrollo regional, , ." y continúa: "el hombre es más
libre, en el sentido de que domina la naturaleza, .. ". "Pero, por otra
parte, el hombre se encuentra más encadenado: prisionero de sus ciu­
dades modernas ... " 4. Así tal vez podrá encontrarse una explicación de

3. República de Venezuela, Estado Carabobo, Concejo Municipal del Distrito Valencia.
Plan de Crecimiento del Distrito Valencia, Estudio Base, Editorial Arte, Caracas
1963. Estando definido este Plan, se trata entonces de realizarlo. La ciencia del
acondicionamiento del territorio no es entonces, solamente, un medio de conoci­
miento; se transforma en una estrategia. Una de las primeras condiciones para su
éxito es su capacidad de hacer partiópar todos los estratos de la población en el
desarrollo, en movilizar las energías.

4. Lebret,]. 1. "Como el creciente de un ente vivo debe concebirse la organización
del Desarrollo". Boletio del Colegio de Ingenieros de Venezuela, N9 55: 45·46.
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lo que ha pasado entre nosotros en relación con el urbanismo, y el resul­
tado en nuestras ciudades: el Caos Urbano.

Como corolario, se tendría: que "una de las repercusiones básicas de la
planífícacíón urbanística sobre la propiedad urbana será la de la mutabili­
dad del contenido de la propiedad; ésle debe dejar de ser un derecho abso­
luto e inmutable..." 5, y como conclusión se tendrá que: "La planificación
en el campo urbano, por tanto, tiene que ser necesariamente imperativa y
en ella debe establecerse el contorno normal de la propiedad",

Por ello debemos buscar, y por todos los medios conseguir, que la
Sociedad comprenda que el abuso y la especulación del suelo urbano
son incompatibles con la riqueza de todos los ciudadanos, aunque al­
gunos puedan lograr riquezas con las actividades que desarrollan. La
suma de riquezas logradas por cada una de las actividades no han pro­
ducido un progreso integral ni el hienestar de todos los ciudadanos. El
avance de la ciencia puede acelerar el proceso del aprovechamiento de
los recursos naturales de la región, que conlleve a un progreso integral,
pero sólo se lograría con una ordenada ocupación del espacio, por medio
de una administración planificada de esos recursos naturales y de la
tierra urbana, como bien lo señala Brewer-Carías: "El régimen urba­
nístico del suelo establecido por la Ley, debe referirse particularmente
al comprendido por los Planes Rcctores de Ordenación Urbanística, en
el Plano de Desarrollo Urbano y en los Planos de Zonificación" 6.

3. ¿Cómo ha crecido la población durante estos cuarenta años y
cómo se ha distribuido? La población de Venezuela' entre 181,3 y
1891 pasa de un millón ochocientas mil personas, a unos dos millones
trescientas mil, situación que permanece prácticamente estacionaria hasta

Caracas, julio de 196/¡. Lebret define así el progreso integral: "No basta con es­
tablecer la educación y promover la cultura general; no basta utilizar las modernas
fuentes de energía para la producción a fin de lograr el verdadero progreso, si
se deja de un lado el progreso biológico, el progreso del conocimiento, el progreso
moral, el progreso espiritual. Al iniciar el progreso económico se debía haber com­
prendido, al mismo tiempo, el progreso urbanístico. llevándolo hasta el desarrollo
regional; el progreso social, organizando a las distintas categodas de trabajadores;
el progreso administrativo y político, tecnificando la administración y promoviendo
la política de la base" 00 subrayado es del autor).

5 . Brcwer-Cartas, A. R.: ." "una de las repercusiones de la planificación urbanística sobre
la propiedad urbana, será la de la mutabilidad del contenido de la propiedad; éste
Jebe dejar de ser un derecho absoluto e inmutable, y, todo lo contrario, debe entrar
a regir la mutabilidad del contenido del derecho, a medida que los planes cambien.
Esto, por tanto, debe transformar totalmente la idea tradicional del derecho adquirido,
al cual, como elemento básico, se enfrenta en la actualidad el Urbanismo y todo in­
tento de ordenación urbana".

6. Brewer-Carfas, A. R.: "Algunas bases para un proyecto de Ley Nacional de Ordena­
ción .Urbanística" (mimeografiado), noviembre 1975.

7. La población de Venezuela va de 728.000 habitantes en 1800, pasando por 651.680
en 1825, para aumentar de nuevo en 1838 a 945.348 personas. Izard M., El miedo
a la revolución, La lucha por la libertad en Venezuela (1797-1830), Editorial Temo."
Madrid 1979.
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1936, cuando ésta alcanza sólo unos tres millones trescientas mil perso­
nas, 10 que nos demuestra que en 45 años transcurridos el aumento
absoluto fue escasamente de un millón de personas; en cambio, entre
los censos de 1941 a 1961, en 20 años, se dobló la población, y entre 1950
y 1961, en 10 años, el aumento fuc de unos dos y medio millones.

Otro elemento de juicio a considerar para tener un panorama cabal.
son los datos de cpídemíología y de estadística vital del Ministerio de
Sanidad y Asistencia Social. que demuestran cómo se ha ido mejorando
el estado de la salud en el pais y la razón de este aumento de población.

El aumento de las tasas de natalidad y la disminución de las de
mortalidad: la tasa de natalidad de un 3,53% en 1941, llega hasta un
5,14% en 1960 y las de mortalidad tienden a disminuir desde 1,64% en
1941 hasta 0,87% en 1960.

jCuál ha sido el esfuerzo de mejorar nuestra mayor "riqueza": el
hombre! Al mejorar las condiciones sanitarias del territorio nacional, por
la aplicación de una sana política sanitaria: medicina preventiva, se
erradica la malaria y se tienen sustanciales éxitos en la lucha contra la
anquilostomiasis, la bilharziasis, la fiebre amarilla, la tuberculosis, las
enfermedades venéreas, la sífilis y hasta con la enfermedad de Chagas,
se amplían así las áreas donde se pueden desarrollar las actividades pro­
ductivas.

Para el año 1961 el país había cosechado los frutos de la política
sanitaria iniciada en la década del 30. No ha existido en ningún país
un éxito mayor en tan pocos años.

A este mejoramiento de la salud hay que agregar las facilidades de
comunicación; la búsqueda de una instrucción que sólo se daba en las
ciudades; las mayores oportunidades de trabajo (real o aparente), debido
al inicio de una industrialización y al aumento de las necesidades de
mano de obra en las construcciones que se emprenden en las ciudades
o desde ellas, provocan un cambio sustancial en la distribución de la
población nacional, que de un 72% de la población rural en 1941, se
reduce a 52% en 1950, se coloca en 38% en 1961, para censarse sólo
un 27% en 1971. De seguir esta tendencia, en 1980 sólo tendrá un 20%
y a fines de siglo un 10%.

A estas consideraciones sobre el crecimiento poblacional y del patrón
de concentración, que ya hemos señalado y que desde 1971 se acentúa
y parece consolidarse para transformarse en un fenómeno irreversible,
podemos agregar el problema de Caracas, que toma características de
gravedad debido al aumento de población; el Area Metropolitana, que
en 1941 tenía 354.000 habitantes y en 1961 1.336.000, para el Censo
de 1971 se ubica en 2.184.000; ahora debe estar próximo a los 2.600.000
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habitantes y para terminar el siglo podrá estar en más de 5 millones y
medio de personas '. En relación a la ciudad de Valencia, se tiene, que
como todas las ciudades de Provincia, su crecimiento había sido lento,
pero a partir de 1950 y más aún desde 19,08, tiene un cambio brusco: su
tasa de crecimiento anual pasó de 3,5% en la década del cuarenta a
6,9% en la del cincuenta. El Instituto Nacional de Obras Sanitarias pro­
yectó el acueducto para una población de ,08,0.000 habitantes para 1982,
e hizo previsiones de más de un millón de personas para el año 2.000.

El fenómeno o problema de Caracas de concentración urbana se
hace nacional y en particular en las principales ciudades. En 1971, Ma­
raeaibo, Valencia, Maracay y Barquisimeto tienen más de 1 millón y
medio de habitantes, y para terminar el siglo estarán próximas a los
5 millones de personas.

Las diecisiete principales ciudades de Venezuela, ineluyendo el Area
Metropolitana de Caracas, en 1971 tenían S millones de habitantes, de
un total de 11 millones de venezolanos: pero para el año 2000, de
seguirse la tendencia, csta población aumentaría a unos 1,0 millones y
de ella sólo en Caracas se ubicarán 5 millones '. La pregunta obligada:

8. En el ler. Congreso Venezolano de Conservación (dic. 1978), en ponencia del
Tema 4, "Desarrollo Urbano y Conservación" se señala: "La población actual es
del orden de los 13 millones de habitantes; la prospectiva urbana para el año 2000
indica que la población llegará a la cifra de 24 millones de habitantes y a media.
dos del siglo XXI, año 2050, nuestra población será del orden de 45 millones".

Aunque un poco especulativa, porque muchos son los fenómenos que pueden
sucederse en Venezuela durante estos 70 años, indican una tendencia que hay
que encarar oportunamente. La posible agrupación para fines del siglo sería:

Patrón de Población en Rango en
dgrupamiento miles de hab. % miles de hab.

6 zonas urbanas metropolitanas 11.500 48 más de 500
15 grandes ciudades 2.000 8 300 a 500
17 ciudades intermedias 2.800 12 100 a 300
57 ciudades pequeñas 2.800 12 25 a 100

Total de poblaciones 19.300 80 mayores de 25
Resto de poblaciones menores
y poblaciones dispersas 4.700 20 menores de 25

TOTAL DE POBLACIONES 2/¡.000 100

Véase: República de Venezuela. Estado Carabobo. Concejo Municipal del Distrito Va.
lencia. Plan de Crecimiento del Distrito Valencia, op. cit.

9. Miguel Izard, en: El miedo a la revolucion, obra citada, señala que en las Provino
cias de Caracas y Carabobo se tenia el 69.5% de la totalidad de los esclavos de
Venezuela y en 1838 el 82,1%, pasando en 1825 por 80,3%, a 10 que podría
agregarse que según Baralr, "en 1792 La Guaira controló el 92,3 % de la ex­
portación y el 86,3% de la importación"; sin embargo, Humboldt en 1810 cree que
tomando en cuenta el contrabando, "la mirad se habrá exportado por La Guaira y
la otra mirad por los demás puertos ... ". Por consiguiente, esta concentración de
actividades en la región central norte no es nueva en Venezuela.
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¿Puede, con la forma de acometer el problema urbano que hemos usa­
do en Caracas, resolverse la ubicación de estos 10 millones de habitantes
en nuestras principales ciudades? Estoy seguro de que no; estamos en
los albores de un "caos nacional urbano". Nuestras ciudades comienzan
a ser "inadministrables",

¿En qué consiste el problema de Caracas? Si no se dispone de los fon­
dos necesarios para establecer una Administración que permita controlar
el crecimiento de Caracas y ésta, en lugar de conseguir un progreso inte­
gral, se anarquiza y las fuerzas internas (sociales y económicas) se "adue­
ñan de la calle", no permitiendo que los técnicos en urbanismo y en servi­
cios públicos puedan ejercer su autoridad, dando como resultado el llamado
"caos urbano", que es más bien una falta manifiesta de ordenación y
autoridad o de Autoridad para lograr una lógica ordenación de las acti­
vidades que se desarrollan.

Si las fuerzas internas se desbordan, pueden llegar a tener más
poder que las autoridades municipales; por ello deben ser canalizadas
por medio de una mayor y mejor comprensión del progreso, haciéndo­
las participar en la búsqueda <le un bienestar general y de una riqueza
colectiva; de otra manera, cada día las principales ciudades serán cada
vez menos administrabies, aunque hubiese los recursos financieros para
hacerlo. No es problema de juristas, expertos en servicios públicos, etc.,

es un problema de Urbanismo y de una nueva concepción de la pro­
piedad urbana, es un problema de la comunidad como un ente vivo a
quien hay que darle los elementos de vida para que subsista.

4. "Medíos de reforma que se han intentado hasta aquí. Su insu­
ficiencia" 10.

Los fenómenos de crecimiento poblacional, así como los de concen­
tración de ésta en el medio urbano, no profundamente analizados pero
cuyo producto sí podemos palpar hoy, han atravesado diferentes etapas
que, aunque no fácilmente diferenciahles, han dado como resultado o
han obligado a tomar medida, en muchos casos aparentemente preven­
tivas pero que, en realidad, no han sido más que la respuesta a un pro­
blema real ya presente y en muchos casos, tomada la decisión tardía­
mente y cuando ya había adquirido características alarmantes, en otras
palabras, han sido medidas curativas y por consiguiente han venido a
la zaga de los problemas, en muchos casos muy tímidamente presenta­
dos, sin la valentía de señalar los conflictos futuros y sin proponer cam­
bios radicales, o por lo menos aquellos que eran necesarios, por miedo

10. Rodríguez, S.: "Sociedades Americanas en 1828". Tomado de Pedro Grases: Escritos
de Simón Rodríguez. Sociedad Bolivariana, Caracas 1954.
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al "rechazo" 11. por parte de los intereses económicos y políticos preva­
lecientes en el medio que se deseaba "sanear".

En 1937, a la terminación por muerte natural del "conductor" del
sistema en el cual se desenvolvía el país, surgen desajustes físicos y men­
tales, obviamente muy naturales, que provocan fenómenos sociales cuya
"caja de resonancia" fue la capital de la República.

El éxodo campesino hacia Caracas obliga a la realización de obras
públicas y como punto de gran importancia el "salario de cinco holí­
vares" a los trabajadores del Ministerio de Obras Públicas, decisión
que aceleró las corrientes migratorias hacia la capital, ya iniciadas en
1930, por motivo de las realizaciones con motivo del Centenario de
la Muerte del Libertador. Así vemos cómo las autoridades municipales
de Caracas, como acto previsor, crean en agosto de 1938 la Comisión
Técnica Consultiva de Urbanismo ". Este equipo presenta su trabajo de
un "Plan de Urbanismo" para la ciudad de Caracas, publicado en la
Revista llIunicipal N' 1, julio de 1939. En la introducción de este trabajo
se da el diagnóstico sobre Caracas, citado al comienzo de esta Pre­
sentación.

La experiencia había demostrado que no bastaba un Plan, era
necesario institucionalizarlo y desarrollarlo, para lo cual se aprueba en
abril de 1942 una Ordenanza sobre Arquitectura, Urbanismo y Cons­
trucciones en General, que viene a sustituir la Ordenanza sobre Arqui­
tectura Civil (1930). Aunque ya en aquélla se daban una serie de claros

11.

12.
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Un ejemplo que vale mencionar es el informe de (a "Comisión para el Desarrollo
Urbano y la Vivienda", constituida por Decreto No;> 15 del 3 de abril de 1964,
integrada por Antonio Cruz Pernéndez, Héctor Arillo Puiol, José Antonio Pi­
zzolante, Arturo Luis Bcrti, Leopoldo Martinez Olavarrla, José Sandoval, Eduardo
Micr y Terán y José Puig. actuando corno Asesor Técnico Luis Lander (con el voto
salvado u observaciones de Eduardo Mier y Terán sobre ciertos aspectos del in­
forme). El aspecto más conflictivo de este informe se encuentra en las recomen­
daciones del capítulo I¡: Vivienda, que textualmente dice: "a) Política sistemática
de adquisición de tierras por el Estado a fi-n de lograr la mu-niGipalización progre­
sioe y a largo plazo de las tierras urhanas y las reservas correspondientes ti los
desarrollos urbanos Ji regionales: y, al efecto, prohibición legal de que las que per­
tenecen a la Nación, a los Estados y Municipalidades, puedan ser vendidas", y mu­
chas otras de menor importancia; el informe fue rechazado o mejor fue oloidodo, y se
perdieron así múltiples recomendaciones y atinadas observaciones que era Uf­

gente considerar en esa oportunidad y de las cuales muchas tienen hoy vigencia.
Otro ejemplo sería "El Plan de Crecimiento del Distrito Valencia", ya citado,

que también ha sido olvidado, el cual decía: "sólo la propiedad del suelo por la
Municipalidad o por organismos públicos o semipúblicos puede permitir una ac­
ción de urbanismo". Se propusieron diversas soluciones que tuvieron poca acogida.
la primera Comisión Técnica Consultiva de Urbanismo estuvo constituida por el
Gobernador del Distrito Federal, General Elbano Mibelli, quien la presidía; Gui­
llermo Pardo Soubler como Secretario, y Carlos Raúl Villanueva, Carlos Guinand S.
y Gustavo WaIlis 1. También actuaron como asesores Bdgard Pardo Srolk, Director
de Edificios y Obras de Ornato del Ministerio de Obras Públicas; Leopoldo Marti­
nez Olavarría, Ingeniería Municipal del Distrito Federal; E. Garcla Maldonado,
Director Arquitectura de la Comisión, y el Urbanista Maurice Rotival.



lineamientos sobre urbanismo, muy inspirada en la Carta de Atenas 13,

sobre ubicación de las diversas actividades que se esperaba se realizaran
en la ciudad, jamás se concretó el Plan de Ordenanza de los espacios
() de zonificación previsto en la citada Ordenanza.

Otra etapa sc sucede cuando fue interrumpido el proceso de tran­
sición hacia un país más moderno, en octubre de 1945, por parecer que
el proceso era necesario acelerarlo a fin de provocar cambios sociales
que pudieran evitar que la transición iniciada fracasase por la acumu­
lación de tensiones aún no resueltas.

El cambio de 1945 provoca nuevas expectativas, nuevos éxodos
campesinos a Caracas y nuevas deformaciones de la ciudad capital,
y también se comienza a sentir en otras ciudades del país.

De nuevo los tócníoos hacen recomendaciones y los políticos to­
man una decisión: en noviembre de 1946 se decreta la creación de
la "Comisión Nacional de Urbanismo" 14, pues era perentoria la nece­
sidad de acometer un nuevo estudio sobre Caracas, ya que el realizado
en 1938 era obsoleto y las principales ciudades del país carecían de
ellos,

Se procede de inmediato a la instalación de la Comisión, el 26 de
noviembre de 1946 15, El espíritu de su creación se evidencia en el ar­
tículo 3', que dice: "La Comisión tendrá por finalidad el estudio de
los proyectos de Urbanismo de las regiones y poblaciones de Venezuela",
y en la actitud de sus miembros, al aprobar unánimemente la propo·
sición de Armando Vegas, en la que se recomendaba al Ministro de
Obras Públicas: "dirigir una Circular a los Presidentes de Estados,
notificándoles la creación de la Comisión Nacional de Urbanismo, su
importancia vital y la colaboración que debían prestar .. ,", El Gober­
nador del Distrito Federal participa en la novena reunión, el 14 de
febrero de 1948, donde se aprueban las normas de trabajo de conjunto
(Comisión-Gobernación), con la Oficina de Estudios de la Avenida Bo­
lívar y la Ingeniería Municipal, para el estudio del Plan Regulador de
Caracas. "Considerado como elemento biológico sea reajustado a las
condiciones actuales" 11i,

13.

14,

15,

lG,

Carta de Atenas."EI Urbanismo de los ClAM" (Congresos Internacionales de Ar­
quitectura Moderna). Colección Documentos del Siglo Veinte, Trad. Delfina Gal­
vaz de \\7illiam. Editorial Contemporánea. Buenos Aires, Argentina, 1957.
Decreto NQ 387, Ministerio de Obras Públicas, del 10 de agosto de 1946, publicado
en la Gaceta Ofiúal NQ 22.171 (el Ministro era Eduardo Mier y Terán).
La Comisión quedó constituida así: Presidente Leopoldo Martinez Olavarrfa, Di.
rector Gerente del Banco Obrero; Vicepresidentes Carlos Guinand S.; Luis Ma­
lausena: Carlos Raúl Villanueva, Edgard Pardo S. Srolk; Armando Vegas; Luis
Wannoni L, Presidente del Instituto Nacional de Obras Sanitarias, y Alejandro
Oropeza Castillo, Presidente de la Corporación Venezolana de Fomento.
Actas de la Comisión de Urbanismo, 1947.
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La falta de un instrumento y de poder para ejecutar el trabajo,
lleva al Ejecutivo a sancionar, en noviembre de 1947, la Ley de Expro­
piación por Causa de Utilidad Pública o Social. Asimismo, para dar
cumplimiento a las recomendaciones de la Comisión, es presentada a
la consideración del Congreso Nacional, y es aprobada por éste, una
recomendación que textualmente decía: "Fomentar y encauzar el ur­
banismo con arreglo a las normas que establezca la Ley y en coordinación
con los organismos técnicos nacionales" (artículo 112, parágrafo 49) 17.

Desafortunadamente, esta norma fue modificada en la Constitución de
1961, que establece una mayor autoridad y discrecionalidad a las Mu­
nicipalidades.

Durante los años 1949 y 1950 se trabajó en un Proyecto de Ley
de Urbanismo, y hasta nuestros días se han propuesto múltiples pro­
yectos, aunque ninguno de ellos ha sido aprobado. Los estudios de
Urbanismo y de los planos reguladores de las principales ciudades, que
se venían realizando por la Dirección de Urbanismo del Ministerio
de Obras Públicas, continuaron aun después de haberse declarado in­
existente la Comisión, en junio de 1957 18

, pero sin tener ya el aval
de ese grupo de hombres, como venían concediéndolo algunos, desde
la creación de la Comisión.

Los estudios de Caracas iniciados en 1946, como se señaló anterior­
mente, fueron terminados y entregados a los Concejos Municipales de
los Distritos Federal y Sucre (Estado Miranda) en junio de 1952. La
Municipalidad del Distrito Federal (Dirección de Obras Públicas Mu­
nicipales), sobre la base del "Plano Regulador de la Zona Metropolitana",
sometió a la consideración del Concejo Municipal una serie de Orde­
nanzas, de las cuales las más importantes fueron las de Zonificación
para Caracas, así como otra para el Departamento Vargas.

Se ha dado especial relevancia a la Ordenanza y Planos de Zo­
nificación para Caracas, por haber sido la primera de su tipo elaborada
en Iberoamérica 19, Sometida a consideración del Concejo Municipal
del Distrito Federal, previa aprobación de la Comisión Nacional de
Urbanismo, en abril de 1954, y de la Asamblea del Colegio de Ingenie-

17. Constitución Nacional aprobada el 5 de julio de 1947.
18. Gaceta Oficial N<¡ 25.392. Decreto N'" 541 del 21 de junio de 1957.
19, En esta Ordenanza y Planos de Zonificación para Caracas, trabajaron: Pedro Pablo

Azpurua Q., Osear Urreizrieta, Gustavo Matamoros Mendoza, Alfonso Zuniga
Maggri, Manuel Sobrevila y Miguel Alfonzo M., y colaboraron Leopoldo Martl­
nez Olavarríe, Gustavo Perrero Tamayo, Cipriano Domfnguez, Gustavo Wallis L.,
Alicia Álamo Barrolomé, Luis v.:'annoni L., Octevio Marcano V.; por la Comisián
Nacional de Urbanismo: Manuel Fernando Mejia; por el INOS: Ibrahim Velutini
y Gustavo Marturet por la Cámara de la Construcción; y el Asesor Francisco Vio­
lich, y consultas al extranjero a personas expertas en la materia, tales como el
Dr. Rafael Picó (Puerto Rico, 1954).
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ros ", fue aprobada por el Concejo Municipal en agosto dc 1958,
previo un análisis de una Comisión Especial 21,

En relación al Area Metropolitana de Caracas, vale destacar la
aprobación del Acuerdo de Mancomunidad, en enero de 1972, y de
las Ordenanzas dc Ordenación Urbana del Area Metropolitana de Ca­
racas y su Zona de Influencia, por los Distritos Federal y Sucre (Estado
Miranda), en 1972 ".

Este acuerdo de mancomunidad y las Ordenanzas que lo institucio­
nalizaron dejaban abierto un camino para muchas otras áreas urbanas
que se encuentran bajo la autoridad de dos o más Concejos Mu­
nicipales, para estructurar verdaderas ciudades ~13.

Desde el punto de vista nacional, es de importancia el trabajo
titulado "Proyecto de Instrucción mediante la cual sc establecen las
Normas que regirán para la Política de Incorporación de Areas Sub­
urbanas y Rurales a las Actividades Urbanas, cónsonas con el Programa
Unico de Inversiones en Infraestructura y Equipamiento" 2\ el cual,
después de algunos estudios por comisiones especiales, fue acogido y
dictado como Instrucción N' 22, el 30 de diciembre de 1975 ", con
el que se establecieron las bases para una ordenación de las áreas
suburbanas y la forma cómo podían y debían incorporarse a las ciuda­
des. Esta Instrucción fue elaborada en concordancia con la Instrucción

20. La Ordenanza y Planos de Zonificación para Caracas fue aprobada por Asamblea
del Colegio de Ingenieros en agosto de 1957. La Comisión que analizó este tra­
bajo la constituyeron: Héctor Machado Rivcro, Rubén Chirino, Osear Urrcizrieta,
Alfonso Rfsquez c., Héctor Alcalá, H. González Méndez y Gustavo Perrero Ta­
mayo, y como delegados de la Sociedad Venezolana de Arquitectos fueron desig­
nadas: Gustavo Perrero Tamayo y Jorge Romero Guriérrez.

21. La Comisión nombrada por el Concejo Municipal del Distrito Federal estuvo
constituida por Juan Andrés Vegas P., Alfredo Rodríguez Amengual, Alfredo La­
ffé, Javier Lasrittcgui, Miguel Angel Pietri, Adolfo De Majo y Anuro Antoni.

22. El proyectista inicial de este Convenio de Mancomunidad y de las Ordenanzas, en
1967, fue Alían R. Brewer-Carfas. Véase sus comentarios sobre el tema en "la
cooperación inrermunicipal en materia de urbanismo en el Area Metropolitana de
Caracas" en: Revista de la Facultad de Derecho, U.C.V., N° 35, Caracas, 1967. pp.
49 y sigrs. Véase además, Torrealba Narvéea, L.: Compilación Legislativa Mfmicipal
del Distrito Federal, (1972); pág. 179, sobre la historia y nombres, y cómo se llegó
hasta la mancomunidad urbanística y a las Ordenanzas respectivas para el Distrito
Federal y Distrito Sucrc del Esradc Miranda.

23. En el libro 25 de 35, recopilación de algunos de mis trabajos, he planteado que:
"como ejemplo que debe servir de experiencia aleccionadora, es oportuno meno
clonar el caso de la Costa Este del Lago de Maracaibo, que a lo largo de la carre­
tera Carora-Lagunillas y en una longitud de 100 km se han desarrollado peque­
ños centros poblados que para el censo de 1961 sumaban 186.304 habitantes ... "
" ... no habiéndose estructurado desde el punto de vista del Municipio como ente
público, un conglomerado que sea económicamente administrable'' (Impuesto pre­
dial: la densidad urbana y la especulación de la tierra).

24. Realizado poe PP. Azpurua Q.; e Laur ia y F. Travieso, entregado ellO de julio
de 1975.

25. Gaceta Oficial N\' 39.962, del 13 de abril de 1976.
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N9 12 del 8 de julio del mismo año 26; en esta última se establecen
las acciones administrativas para la Política Habitacional del Ejecutivo
Nacional y la asignación de responsabilidades a los organismos del
sector público involucrados, como parte de la política, estrategia y di­
rectrices del Plan de Desarrollo Económico y Social. Estas dos Ins­
trucciones son una base para la ordenación del territorio es el ámbito
nacional y IllUY particularmente a la ordenación y desarrollo urbano;
pero que no son suficientes si no se regula al mismo tiempo la pro­
piedad privada que, entre otras restricciones tenga las señaladas por
Brewer-Carías: " ... no basta un título de propiedad para ejercer los
atributos del derecho; es necesario que se piense en el contenido de
la propiedad, es decir, saber qué puede hacerse con ella, determinando
el llSO permitido".

También es importante destacar, aunque aún es muy prematuro
juzgar SlIS bondades, la creación del Ministerio de Desarrollo Urha­
no 27, separado del Ministerio del Ambientc y de los Recursos Naturales
Ilenovables, como fue propuesto 27 bis al procederse a la eliminación del Mi­
nisterio de Obras Públicas, pues era una aspiración de muchos años,
sentida por múltiples profesionales a quienes preocupaba que el área
del Urbanismo no tuviese representación formal en el Ejecutivo Nacio­
nal, cuando era un campo que pedía a gritos una atención relevante
para "evitar que esa población en crecimiento violento nos haga dra­
máticas peticiones ¡Vías ya! ¡Casas ya! [Servicios ya!" 2B.

También debemos destacar la aprobación de la Ley Orgánica del
Régimen Munícípal ", que debe ser el instrumento que llene el va­
cío entre la gestión administrativa de las Municipalidades y la del
Ejecutivo Nacional, coordinándose activamente las funciones y atribu­
ciones de los artículos 30 y 136 de la Constitución vigente, pero toman­
do en cuenta las recomendaciones de Brewcr-Carias: "La primera de
las exigencias de un Derecho Urbanístico frente al tradícional derecho
de la urbanización, es el derecho de la planificación urbanística. Es
necesario establecer y prever un sistema integrado y jerarquizado de

26. Gaceta Oficial N<:' 30.787, del 5 de septiembre de 1975.
17. Ley Orgánica de la Administración Central. aprobada el 22 de diciembre de 1976,

sancionada el 28 de diciembre de 1976 y publicada en la Gaceta Oficial N" 1.932,
Extraordinaria del 28.12.1976.

27.hi~ Véase la propuesta al Ministro de Obras Públicas, Ing. Amoldo Gabaldón, que le
presentó en este sentido A. R. Brewer-Carfas, en su libro Derecho y Administra­
cion de las Aguas y otros Recursos Naturales, Caracas, 1976, pp. 155 Y sigrs.

28, Azpurua, Pedro Pablo: "Breve historia del urbanismo y planeamicnro urbano",
con especial referencia a la ciudad de Caracas (1964). Boletín N" 55 del CIV,
y en 25 de 35. Edit. latina. Caracas 1975.

29. Ley Orgánica de Régimen Municipal, aprobada el 7 de agosto de 1978, sancionada
el 18 de agosto de 1978 y publicada en la Gaceta Oficial NI) 2.297 del 18 de
agosto de 1978.
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planes de desarrollo urbanístico, conforme a la polítíca de ordenacíón
del territorio, que en el largo plazo debe establecer el Poder Público
y que prevea un Plan Nacional de Ordenación Territorial que establezca
un sistema de ciudades ... ". Hago como míos estos planteamientos, así
como muchos de los presentados por Brewer-Carías en el libro que
tengo el honor de presentar. Pero al mismo tiempo es propicia la opor­
tunidad para expresar que este Plan de Ordenación del Territorio de­
be ser: "El instrumento más importante para lograr el desarrollo eco­
nómico y social, con un aprovechamiento racional de los recursos na­
turales en forma sostenida, considerando la interrelación de los elementos
bióticos y abiótieos, dentro de los lineamientos de un plan de con­
servación, defensa y mejoramiento del ambiente, dando cumplimiento
a los fines que se establezcan a través de la armonización de las acti­
vidades" 30, 1\,.10 permito agregar que es ya oportuno que sea una rea­
lidad la decisión y la voluntad política de hacer cumplir los Planes
de Ordenación de cualquier tipo y en especial los locales y urbanos,
porque de no ser así, se tendrá el marco de referencia y las bases de
un urbanismo moderno, pero seguramente sin "Urbanistas y sin Urba­
nismo", porque para ello es también necesario "un sistema de plani­
ficación urbanística" que "tiene que ser necesariamente imperativa, y
en ella debe establecerse el contorno normal de la propiedad" en un
todo de acuerdo con la ordenación del territorio, Es ello lo que en
1973 me llevó a concluir que cl territorio debe ordenarse adecuadamente
para lograr el desarrollo y solicitar: "Una Ley de Ordenación del Territo­
rio, que fije las normas de la actividad que puede realizarse, en el conven­
cimiento de que esta tierra es nuestra y que tiene que ser para todos
nuestros hijos y para todos nuestros descendientes, y que por con­
siguiente no podemos destruirla amparados en falsos conceptos de pro­
píedad, ya que hace tiempo vienen siendo caducos; para luego agregar:
"También quiero hoy expresar, sin dudas y sin titubeos, que es im­
prescindible poner orden en nuestras ciudades; los Concejos Munici­
pales deben participar activamente en la responsabilidad que les atañe
o habrá necesidad de limitarles seriamente su autoridad"; y terminaba
pidiendo que: "En los próximos años tendrá que sancionarse una Ley de
Planifíoación de Ordenación Urbanistica, una Ley del Régimen del
Suelo, así como una Ley Orgánica del Régimen Munieipal. Si no se
promulgan, el pais sufrirá graves conflictos y quienes estén hoy te­
merosos de que pueda ser limitada su autoridad o propiedad, podrian

30, Azpurua Q" Pedro Pablo; W. Corrales y C. Sosa G.: "Bases para un Proyecto de
ley Je Ordenación cid Territorio" (multigrafiado) , marzo 1979.
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llegar a perderlo todo y muy justificadamente por cierto" 31. Por todo
ello, considero, que el esfuerzo y valentía de Brewer-Carias en este
trabajo y en sus planteamientos merecen todo apoyo, aunque no lo
necesita por el trabajo mismo y porque él es un luchador.

Profesor Brewer-Carías, la tarea no es fácil. como usted bien lo
sabe, cuando se desea hacer cambios aunque sean sencillos. Para ello
me remito a la opinión de Miguel José Sanz en 1913, con motivo del pro­
yecto de un gobierno provisorio para Venezuela presentado por Francisco
Javier Ustáriz: "Nada es tan difícil al hombre en sociedad, por ilustrado
que sea, como sentar con acierto las bases de un Gobierno, o establecer
con suceso las leyes fundamentales de un Estado" 32. He dicho a un
eminente político nacional: Soy pesimista por naturaleza y optimista
por edueación; por ello quiero recordar a don Miguel de Unamuno:
"Creer lo que no vimos, se nos enseñó en el catecismo, que es la fe;
creer lo que vemos -y lo que no vemos- es la razón, la ciencia; y
creer lo que veremos -o 10 que no veremos- es la esperanza" 33. Es
la esperanza, repito una vez más, el verlo triunfar en el tan noble
empeño de que existan en Venezuela "Urbanistas y Urbanismo".

Me llena de satisfacción el ver que no han sido vanas mis "espe­
ranzas de verlas realizadas por algún joven que tenga oportunidad de
tomar decisiones, adaptándolas a las circunstancias siempre cambiantes
de nuestra dinámica social" 34.

He tratado de narrar mi experiencia en casi cuarenta años de vida
profesional y más de cuarenta y dos en el campo del urbanismo, com­
partida por la búsqueda de una administración planificada de las aguas
conjuntamente con la ordenada de otros recursos naturales, pues co­
mencé como estudiante, trabajando en 1937 en la Comisión creada en
esa fecha y he sido testigo, y muchas veces actor, de todo el proceso.

Amigo Brewer-Carfas, no sé si he cumplido con la tarea impuesta de
dar una imagen de estos últimos cuarenta años de la Venezuela que dejó
de ser rural y ahora tiene un patrón de concentración urbana, y de
eómo se proyeeta para el futuro que, para bien o para mal del país
y sus habitantes, es un hecho cierto e irreversible, al cual hay que
encarar con valentía para evitar que el general Mtbelli nos recuerde

31. Azpurua, P. P.: Discurso de Orden con motivo de otorgar el "Premio Anual del
Colegio de Ingenieros de Venezuela". Caracas 1973.

32. Simón Bolíonr y la Ordenación del Estado en 1813. Compilación y Estudio Biblío­
gráfico por Pedro Grases, y Estudio Polírico Iurfdico por Tomás Pclanco Alcán­
tara. Ediciones del Colegio Universitario Francisco de Miranda. Caracas 1979.

33. Unamuno, M.: La Agonía del Cristianismo. Editorial Azteca (Ira. edición). Mé­
xico 1961.

34. Azpurua, P. P.: 25 de 35. Presentación, Editorial Latina. Caracas 1975.
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que debemos evitar que "nos reprochen nuestra desidia, así como hoy
en día tienden a reprocharnos nuestra previsidn".

Pero ya no basta sólo poner orden a nuestras ciudades, hay tam­
bién que luchar para poner orden en la ocupación del territorio y de
las actividades que en él se desarrollan, tratando de maximizar el
aprovechamiento de nuestros recursos naturales y optimizando los fi­
nancieros al mismo tiempo. Estamos a tiempo, porque hoy sólo somos
la mitad de los que seremos al comenzar el siglo XXI y tenemos la
posibilidad de desarrollar Jos instrumentos idóneos para lograr la ocu­
pación del territorio en forma ordenada, y en especial ordenar el uso
de la tierra urbana. De allí nuestra gran responsabilidad, nuestro gran
reto y nuestro compromiso con las generaciones futuras, para asegurarles
el bienestar social a través de un progreso integral. Dentro de este
contexto, el urbanismo tiene especial connotación, porque en las ciu­
dades es donde se desarrolla más intensamente el mayor número de
iniciativas y las más variadas actividades.

Procuremos estar en la avanzada. No se corre riesgo, porque mayor
sería el riesgo estando a la zaga de los problemas, lo cual seria un
error que no nos perdonarían quienes nos sucedan. Esta es la experiencia
que quisiera transmitir para evitar que se siga llamandoCaos Urbano"
un fenómeno complejo que puede llevarnos a situaciones muy conflic­
tivas en un futuro más próximo de lo que muchos puedan pensar.

Caracas, agosto 1979.

lng. PEDRO PABLO AZPURUA.
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INTRODUCCION GENERAL





Uno de los signos de la Venezuela contemporánea es, sin la menor
duda, su urbanización. Este es, hoy, un país urbano; más que eso.
urbanizado, y que, además, sufre uno de los signos de la violencia del
mundo actual: la violencia de la urbanización t.

El país ha experimentado un proceso de transformación urbana que,
como tantos otros cambios, no ha sido previsto, ni canalizado ni orien­
tado. La urbanización, por ello, no ha logrado producir en el hombre
venezolano la alegria de vivir en las ciudades, sino que la vida en
ellas, se ha venido convirtiendo en una pesadilla.

y es que para que un proceso de cambio en nn país, tanto en el
orden físico, como en el social o económico, contribuya eficazmente
a la transformación de la sociedad con miras a lograr un mayor bene­
ficio colectivo en todos sus estratos, se requiere, sin la menor duda,
de un marco jurídico-político que a la vez de servir de guía a ese
proceso, lo motorice. Lo normal, sin embargo, ha sido lo contrario: los
países sufren las transformaciones y el derecho y las instituciones po­
líticas, o van a la zaga de las mismas o están ausentes. De allí las
grandes contradicciones que surgen en los países en vías de desarrollo,
entre las transformaciones sufridas por su economía. sus componentes
sociales y su territorio, y las instituciones jurídico-políticas existentes en
un momento determinado de su historia. Esta contradicción se plantea,
sin duda, en el campo del desarrollo urbano: el crecimiento de Ias
ciudades y el proceso de concentración urbana no han contado, en
general. con un marco jurídico-político adecuado.

En efecto, en Venezuela, como en todos los países de América
Latina, en las últimas cuatro décadas, se ha verificado lo que J. Miller

l. Buena parte de nuestro Discurso de incorporación a la Academia de Ciencias
Políticas y Sociales, como Individuo de Número, en el Sillón Ns lO, leído el
día 3 de noviembre de 1978, giró en torno a las ideas contenidas en esta In­
rroducción General. Véase el texto en: BoletúJ de la Academia de Ciencias Po­
liticas 'Y Sociales, N<:> 75·76, Caracas 1979, págs. 75 y sigts.
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califica como "su segunda era urbana", siendo la primera la de la
fundación española de ciudades en el siglo XVI I bi'>. En ese lapso se ha
producido un proceso de urbanización sin precedentes: hemos sido tes­
tigos de un proceso de expansión física de las ciudades de carácter
inusitado; de una ocupación progresiva de úreas rurales por centros
urbanos; de la progresiva transformación de la estructura y contextura
interna de esos centros poblados donde, por ejemplo, la circulación ha
sido uno de los factores fundamentales; y hemos sido testigos, también,
de una localización de población marginal en los grandes centros ur­
banos, con el establecimiento de asentamientos humanos miserables y
no siempre consolidados, que contrastan, sin duda, con el desarrollo
de las áreas urbanizadas modernamente, dentro de esos mismos centros
poblados.

En cuatro décadas, el país, ha cambiado: no sólo desde el punto
pulítico y socioeconómico, sino también, por supuesto, desde el punto
de vida urbano. En este campo, el crecimiento dc los centros poblados
se ha multiplicado enormemente, y el desarrollo de actividades eco­
nómicas diferentes a la agricultura, que eran las que caracterizaban
al país hace cuarenta años, han trastocado y transformado su población.

La composición de esa población ha variado radicalmente: en 1936
la población urbana equivalía a un 28,3% de los habitantes del país;
en 1971 ese porcentaje llegaba al 75,5(fr" y se ha previsto que en 1980
ese porcentaje debe ascender al 80% 2.

En cuarenta años, por tanto, Venezuela es otra; no tiene nada que
ver con aquella Venezuela de la década de los treinta, y si algo carac­
teriza particularmente esa transformación, es este proceso de urbani­
zación que se ha operado.

Pero ese proceso de urbanización que hemos sufrido y que quizas,
a la vez, es el más grande reto y el más grave problema que tenemos
en la actualidad, no ha obedecido a una concepción urbanística ade­
cuada: hemos sufrido un proceso de urbanización acelerado, pero hemos
carecido de urbanismo; hemos tenido urbanizadores pero, también, he­
mos carecido de urbanistas. Insistiremos en esta diferencia 3, pues en
torno a ella es que haremos girar estas notas introductorias al estudio
del régimen urbanístico de la propiedad en Venezuela.

1. bll':Véase J Miller: "The Urban Phase", Latin American Urban Policies and
tbe Social Sciences, California, 1969, cit. por Chi-Yi Chen, Desarrollo Regio­
nal Urbano y Ordenamiento Territorial. Mito y Realidad, Caracas 1978.

2. Véase Proyecto Ven 11 Cordiplán-Nacioncs Unidas, Urbanización en Vene­
zuela. Estado actual de la inoestigecián. Informe, Tomo 11, Caracas, sept. 1971,
pp. 221 y ss.

3. Cfr. Antonio Carceller Pemández, lnstíteciones de Derecho Urbanístico, Madrid
1977, p. 37.
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r. EL URBANISMO Y LA CHBANIZACION

En efecto, insistimos, hemos tenido urbanización y urbanizadores,
pero hemos carecido de urbanismo y urbanistas. El urbanismo presupone,
ante todo, una ordenación y una planificación del desarrollo urbano
y del crecimiento de las ciudades, para garantizar una adecuada vida
de los hombres; presupone, por tanto, ordenación y previsión, teniendo
en cuenta no sólo los derechos particulares, sino los intereses colectivos
del hombre en su relación con el entorno urbano. La urbanización re­
presenta lo contrario. Cuando la expansión de áreas urbanas y la ocu­
pación de áreas rurales por asentamientos humanos no obedecen a una
orientación global del desarrollo de la ciudad, integrada al territorio
del país, hay urbanización y no hay urbanismo; cuando las grandes
ciudades comienzan a ser ocupadas por asentamientos poblacionales de
origen rural incontrolados, produciéndose ese proceso de ruralización
de las ciudades tan característico de nuestro tiempo. hay urbanización
y no hay urbanismo; en fin, cuando no es el interés colectivo el que
guía el proceso de crecimiento urbano, sino los intereses particulares)
hay urbanización y no hay urbanismo.

El urbanizador ocupa aisladamente áreas urbanizabies; trata, in­
clusive, de solucionar aisladamente, el 'crecimiento de una ciudad y
sus consecuencias, pero su perspectiva aislada) le impide tener la visión
global del urbanismo. El urbanista, en cambio, regula, ordena, planifica,
y necesariamente en forma global, integral y prospeetivamente, y todo
ello, para lograr el desarrollo do una ciudad, pero con el objeto de
bacerla el lugar de habitación y vida del hombre.

Como lo decía. en 1933, la famosa Carta de Atenas: "El urbanismo
está 11amado a concebir las reglas necesarias para asegurar a los ciu­
dadanos las condiciones de vida que salvaguarden no sólo su salud
física, sino también su salud mental y la alegria de vivir que de ella
deriva" 4.

4. Véase en ClAM, La Carta de Atenas, Buenos Aires 1954, N~ 32, p. 74. La
Carta de Atenas fue el producto de las deliberaciones del IV Congreso Interna­
cional de Arquitectura Moderna (IV CIAM) , 1933.
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El urbanismo y el urbanista, por tanto, tienen como norte de su
acción el bienestar del hombre y conciliar, por tanto, esa alegría de
vivir en las ciudades con el crecimiento urbano. Buscan, si se quiere,
hasta cierto punto humanizar el crecimiento y el desarrollo urbanos.

Al contrario, los resultados de la urbanización y de la acción de
los urbanizadores ha llevado, antes que a la alegría de vivir a las ciu­
dades, a la pesadilla de vivir en los centros urbanos: el hombre no ha
sido el centro de interés del proceso de urbanizaei6n ni de los ur­
banizadores.

En esta distinción que hemos querido destacar entre urbanización
y urbanismo, y entre urbanizadores y urbanistas, hay, sin duda, un
elemento clave que puede contribuir a precisarla, y es básicamente la
posición que se tiene en la relación, que siempre es permanente, entre
el interés colectivo y el interés privado. ¿Por qué decimos que hemos
tenido urbanización y urbanizadores, y que hemos carecido de urba­
nismo y urbanistas? Porque en la relación interés colectivo - interés par­
ticular no ha prevalecido el primero, y en el crecimiento de las ciudades,
ha sido el interés privado el que ha tenido preeminencia. Las ciudades,
por tanto, se han desarrollado menos con la finalidad esencial de servir
de habitación a los hombres y más por razones de interés particular
y especulativo; menos por la acción efectiva de los poderes públicos,
que ante todo son gestores del interés general y colectivo, y más por la
acción especulativa de los particulares, pero con la complacencia del
Estado y de los organismos públicos y el amparo del orden jurídico. Por
ello, los urbanizadores no sólo han actuado en el campo privado sino
que se han entronizado, por muchos años, en el sector público.

y el derecho, en esta materia ¿al servicio de quién ha sido conce­
bido?: Sin duda, el derecho que ha guiado el proceso de urbanización
ha sido un derecho concebido al servicio del interés particular y de la
propiedad privada, casi absoluta. Por eso, con razón, también podemos
decir que en Venezuela carecemos de un derecho urbanístico; y sólo
hemos tenido, a 10 sumo, un derecho relativo a la urbanización.

En efecto, tenemos un derecho que ha regido el proceso de urba­
nización, pero no tenemos un derecho concebido para el urbanismo;
los urbanizadores han tenido su derecho, tanto en el sector público como
en el sector privado, pero los urbanistas no; éstos han carecido del
más elemental orden jurídico para hacer prevalecer el interés colectivo,
sobre el interés particular.
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1I. EL DERECHO DE LA l.:RBANIZACION
y LA AUSENCIA DE UN DEHECnO l"RBANISTICO

pública del urbanismo, lo sabemos,
la expropiación, están también, mal

de ejecución
figuras como

No podemos olvidar que lodo sistema de normas jurídicas tiene
siempre una finalidad, que puede ser expresa, tácita u oculta; pero
que siempre está presente. Por ello, cuando señalamos que no hemos
tenido un derecho urbanistico, sino un derecho de la urbanización, plan­
teamos que el derecho que ha guiado el proceso de urbanización y la
acción de los urbanizadores en Venezuela, ha tenido por objeto y fina­
lidad básica y fundamental, la protección de la propiedad privada y
el logro, por el propietario individual, de las mayores ventajas y utilida­
des de los atributos que la propiedad le otorga.

En efecto, el proceso de urbanización que hemos tenido, ha es lado
básicamente en manos de la iniciativa privada, pero con orientaciones
utilitarias. En nuestro sistema jurídico actual, eso lo sabemos bien, la
ejecución del urbanismo, básicamente, corresponde a los particulares,
teniendo el Estado y los órganos públicos, fundamentalmente, sólo fun­
ciones de conlrol, pero no de ejecución y de gestión real del desarrollo
urbano; y las funciones de control, en todo caso, están mal estructuradas
y concebidas.

Los mecanismos
son excepcionales; y
reguladas.

Por otra parte, en todo el proceso de urbanización que hemos
tenido y sufrido, la autoridad administrativa ha carecido de instrumentos
efectivos, para hacer prevalecer ese interés colectivo sobre el interés
particular. Ha carecido, insisto, de un derecho urbanístico, y en su
actuación, con los pocos instrumentos jurídicos de los cuales dispone,
siempre ha encontrado de frente a toda la estructura jurídica de la
propiedad privada, construida con características de derecho absoluto y,
por tanto, estableciendo una limitación y una barrera ante la inter­
vención del Estado para la protección de los intereses colectivos.

Por otra parte, estos poderes de la Administración frente a la
propiedad privada, no sólo han sido limitados, sino que la misma auto­
ridad pública encargada del control del proceso de urbanización, ha
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estado mal estructurada y concebida. En efecto, en las últimas cuatro
décadas, a pesar de las funciones asumidas fácticameute por el antiguo
Ministerio de Obras Públicas y de las recientes atribuciones conferidas
al Ministerio de Desarrollo Urbano, sin duda, el control básico de la
actividad urbana ha estado a cargo dc la autoridad mumcipai. Sin
embargo, es elaro que la Administración Municipal no ha sido, de las
autoridades públicas, la que en las últimas décadas se ha destacado
por su eficiencia. Los Concejos Municipales, sin la menor duda, han
sido los primeros urbanizadores y los primeros alentadores de la urba­
nización. Representan, por tanto, el antí-urbanisrno, y se tiene conciencia
de que los verdaderos urbanistas, cuando han intentado penetrar y
actuar en el campo municipal, han salido frustrados en estos intentos
de actuaci6n local.

Ahora bien, esta escasa acción pública relativa al proceso de urba­
nización y la precaria regulación jurídica que se ha dictado en relación
a la actuación pública, dan origen a una situación que puede caracte­
rizarse por dos factores.

En primer lugar, porque se trata de una acción basada s6lo en el
control de la actividad privada, quedando en manos del particular la
ejecución básica del urbanismo; de ahí la tan grande importancia que
tienen los permisos y las autorizaciones en nuestro proceso de urba­
nización.

En segundo lugar, porque si ha habido acci6n pública concreta,
ésta se ha concentrado, en el campo de la ejocucíón, fundamentalmente
en una de las funciones clásicas del urbanismo, en la circulación. En la
citada Carta de Atenas y siguiendo las ideas de Le Corbusicr, se ha­
blaba de cuatro funciones básicas del urbanismo: habitación, trabajo,
recreación y circulación. La circulación ha tenido, en nuestro país, la
prioridad, y las tres primeras han sido, aun cuando con altibajos, en
general postergadas.

Así, hemos visto la transformación de nuestras grandes ciudades
en una autopista o en un enorme estacionamiento, y todo parece de­
pender y converger hacia la circulación. Las ciudades, por tanto, cada
vez más son hostiles al hombre, inclusive, como también, en el año
1933, lo deda la Carta de Atenas: "El hombre es molestado; todo lo
ahoga. todo lo aplasta. Nada de lo que es necesario a su salud lisica
y moral ha sido salvaguardado o provisto. La ciudad no responde más a
su función de albergar a los hombres y albergarlos bien" '.

Por tanto, en la médula del urbanismo, contrapuesto a urbani­
zacíón, y por tanto, también, en la médula de un Derecho Urbanístico,

5. Idem, No 71, p. 117.
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contrapuesto al derecho de la urbanización, está el lograr un balance
adecuado entre el interés particular y la propiedad privada, por una
parte, y el interés colectivo, por la otra; y esto exige que el desarrollo
urbano no se vea sólo como una fuente de ganancia sino, básicamente,
como una función social.

En la médula del Derecho Crbanístico, como consecuencia, está
la necesidad de conciliar la propiedad privada con los intereses colec­
tivos, y no otra cosa es la función social de la propiedad que está
consagrada en la Constitución y que no ha sido aún aplicada al campo
urbano.

Pero frente a eso, contrasta el régimen que ha caracterizado el
proceso de urbanización hasta el presente, el cual puede identificarse en
torno a dos elementos, a los cuales ya nos hemos referido: en primer
lugar, en que el crecimiento y desarrollo de las ciudades ha estado
librado a manos de la iniciativa privada y de los urbanizadores, tanto
del sector público como del sector privado, donde la dictadura de la
propiedad privada ha prevalecido y donde la acción administrativa ha
sido, sólo y básicamente, de control; en segundo lugar, en una carencia
() deficiencia de poder político, administrativo y jurídico de las autori­
dades administrativas encargadas de gestionar el interés público en
ese proceso do crecimiento urbano, para poder hacer prevalecer el
interés colectivo frente al interés particular. En la lucha entre ambos,
interés colectivo, por una parte, e interés particular y propiedad privada,
por la otra, lamentablemente, hemos visto que ha prevalacido el interés
particular, y el interés colectivo ha estado siempre y a la larga subor­
dinado a aquél.

Si hablamos, por tanto, de un Derecho Urbanístico, y de la nece­
sidad de elaborar y establecer en Venezuela un Derecho Urbanístico,
éste debe estar basado en dos aspectos centrales, vinculados a las ante­
riores fallas:

En primer lugar, en una regulación jurídico-urbanística del suelo;
en otras palabras, en una regulación urbanística de la propiedad privada
en el orden urbano, de manera que ésta pueda cumplir su función
urbanística; y en segundo lugar, en una regulación de los poderes y
de las at~ibucjones de la autoridad administrativa, para que no sólo
actúe como órgano de control sino también, de gestión y ejecución 5 "": Y
en este campo, previéndose la necesaria delimitación de competencias

5. his De allí que Amonio Carcellcr Pcrnándea señale que "La legislación urbanística
es para nosotros... el conjunto de normas jurídicas que estructuran una rama
de la Administración Pública y, por sí mismas o a través del pleneamiento,
que regulan y definen el contenido de la propiedad según su calificación urbe-
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entre los ámbitos nacionales y los ámbitos locales, para lograr establecer
un sistema administrativo integrado que pueda guiar adecuadamente,
la acción del Estado.

Hasta ahora, al contrario, prevalece un régimen casi absoluto de
la propiedad privada, sobre todo en el campo urbano. El régimen de
la propiedad privada en Venezuela es, básícamcnte, el establecido en
el Código Civil; y ese régimen de nuestro Código es el mismo de los
códigos civiles europeos del siglo pasado. Como tal, es un régimen
concebido para regular una propiedad rural y no una propiedad urbana.
En su propio campo, inclusive, la normativa del Código Civil se ha ido
transformando, porque la propiedad rural ha sido objeto de regulaciones
concretas motivadas por la función social que debe cumplir, y que han
cambiado su régimen. De ahí todas las normas relativas a la Reforma
Agraria y a la función social de la propiedad rural establecidas en la
Ley de Reforma Agraria de 1960 '.

Pero la propiedad urbana, en cambio, ha quedado postergada en
su regulación. Ante todo, porque, básicamente, se le aplica un Código
que no fue concebido para los problemas urbanos, sino para los problemas
rurales. Por otra parte, porque, en general, se constata que no hay,
respecto a la propiedad urbana, un adecuado régimen que la rija y
mucho menos que contribuya a una apropiada ordenación urbana, o
que establezca su función social. Hemos seguido el mandato constitu­
cional de la función social de la propiedad sólo respecto a la propiedad
rural, y en esto se ha variado el régimen del Código Civil, pero no
hemos seguido dicho mandato respecto a la propiedad urbana. Esta
carece de una función urbanística.

Tenemos leyes aisladas, que se configuran como parches cosidos en
el ordenamiento jurídico, pero que ni siquiera llegan a configurar una
colcha de retazos. Esas normas aisladas parecen, más bien, islas in­
operantes en el mar de la urbanización, que no logran adecuar el creci­
miento urbano a las exigencias del urbanismo. Ello ha contribuido a
que en dicho mar se ahoguen las mejores esperanzas e intenciones de
los urbanistas contemporáneos. De allí, insisto, la gran frustración que
a veces uno capta en los urbanistas, y el gran provecho que los urbani­
zadores han sacado de esas regulaciones inadecuadas del orden jurídico
de la propiedad urbana.

msnca y disciplinan la actividad administrativa encaminada a la urbanización
y la edificación", op, cit., p. 3I.

6. Véase el artículo 3'" y ss. de la Ley de Reforma Agraria en G. O. N9 610 Extr.
de! 5-3-60.
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Lo mismo podríamos decir del otro aspecto señalado, de la regulación
de las actividades públicas y de las competencias administrativas en el
campo urbano; estas competencias y regulaciones, no sólo han carecido
de un fin coherente, sino que han sido inadecuadas, insuficientes e im­
precisas, y en muchos casos inútiles, porque no han servido realmente
para la finalidad establecida.
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IIl. LAS EXIGENCIAS DE UN DERECHO URBANISTICO

Se impone, por tanto, en Venezuela, si se quiere encauzar adecua­
damente el proceso de desarrollo urbano, el establecimiento de un De­
recho Urbanístico; entendiendo por tal, la rama del derecho que tiene
por objeto la ordenación del desarrollo urbano en función de los inte­
reses, no sólo individuales, sino colectivos del hombre, y de la salvaguarda
de los recursos y de los valores amhientales; y todo eso, por supuesto.
con el fin de procurar un crecimiento armónico de los centros poblados
y una distribución equilibrada, en ellos, ele la población y ele las acti­
vidades económicas.

Este Derecho Urbanístico planlea una serie de exigencias en cuanto
a regulación jurídica, y que se refieren, a la necesidad de establecer
un orden jurídico específico que regule, en primer lugar, la planificación
del ordenamiento urbano; en segundo lugar, la organización adminis­
trativa en el campo urbano; en tercer lugar, el régimen urbanístico de
la propiedad o régimen del suelo; en cuarto lugar. la ejecución y la
gestión del urbanismo; y en quinto lugar, las contribuciones de carácter
tributario que se exigen en el campo urbano.

A continuación insistiremos, muy someramente, en algunos de los
aspectos esenciales de estas exigencias.

l. [Jo planificación urbanística

La primera de las exigencias de un Derecho Urbanístico [rent« al
tradicional derecho de la urbanización, es el derecho de la planificación
urbanística. Es necesario establecer y prever un sistema integrado y
jerarquizado de planes de desarrollo urbanístico, conforme a la política
de ordenación del territorio 'lile, en el largo plazo, debe establecer el
Poder Público, y que prevea un plan nacional de ordenación territorial,
que establezca un sistema de ciudades; planes regionales de ordenación
territorial y urbana; y luego, en el ámbito local, planes rectores de
ordenación urbanística y de desarrollo urbano.
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Tenemos que superar, por tanto, la situación actual, basada en la
sola zonificación local para resolver cl problema de la urbanización.
En la actualidad, puede afirmarse que, en Venezuela, no existe plani­
ficación urbanística. Tenemos sólo zonificación local, y ésta no es pla­
neamiento urbano () planificación urbanística; es, simplemente, una dis­
tribución de usos, pero sin tener en cuenta otros elementos distintos
a los solos espaciales.

Necesitamos estructurar, por tanto, un sistema de planificación ur­
banística. Para ello, sin embargo, es necesario, entre otros aspectos.
la consagración -yeso sólo puede ser en virtud dc una Ley-, del
carácter vinculante de los planes. La planificación en el campo urbano,
por tanto, tiene que ser necesariamente imperativa, y en ella debe esta­
blecerse el contorno normal de la propiedad. En esta forma, la plani­
ficación urbanística debe trastocar el régimen jurídico tradicional de la
propiedad privada, al quedar ésta vinculada al plan a través de una
operación establecida con carácter general.

Entre otros aspectos, por ejemplo. una de las repercusiones básicas
de la planificación urbanística sobre la propiedad urbana, será la de
la mutabilidad del contenido de la propiedad; éste debe dejar de ser
un derecho absoluto e inmutable, y, todo lo contrario, debe entrar a
regir la mutabilidad del contenido del derecho, a mcdida que los planes
cambien. Esto, por tanto, debe transformar totalmente la idea tradi­
cional del derecho adquirido, al cual, como elemento básico, se enfrenta
en la actualidad el urbanismo y todo intento de ordenación urbana.

Pero establecer un sistema de planificación urbanística y regular
y prever la vinculatoriedad de los planes, plantea también, otra exigencia,
y es la necesidad de regular las diversas competencias que en el campo
de la planificación, corresponden a los entes nacionales y locales. Puede
decirse que el primer intento formal de regular estas competencias, ha
sido el establecido en la Instrucción N'" 22, que prevé las "Normas que
regirán para la política de incorporación de áreas suburbanas y rurales
a las actividades urbanas, cónsonas con el Programa Uníco de inversiones
en infraestructura y equipamiento", del 30 de diciembre de 1975 r y
que regula las eompetcneias del Ministerio de Desarrollo Urbano en el
campo del establecimiento de los Planes Reguladores de Ordenación
Urbanística, y las competencias locales en el campo de los Planes de
Desarrollo Urbano. Sin embargo. debemos admitir que no es precisa­
mente una Instrucción Presidencial, el instrumento más adecuado para
establecer una regulación de este tipo. No sólo se requiere una Ley
Nacional que. de acuerdo a esa competencia constitucional prevista

7. Véase en G. O. N' 30.962 del 13·4·76.
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en el ordinal 14 del artículo 136 de la Constitución, prevea la posibilidad
de establecer normas y procedimientos técnicos uniformes en materia
de urbanismo, sino que se exige que esa Ley regule y adecue todo un
sistema integrado de orden administrativo, en el cual participen los di­
versos niveles de planificación. Las previsiones de la Ley Orgánica de
Régimen Municipal de 1978, eTI este sentido, constituyen un paso de
avance.

Otro de los aspectos fundamentales que deberá regularse dentro de
un sistema de planificación urbanística, es el de la garantía de los par­
ticulares frente a la lormulacíón de los planes. Actualmente, las asigna­
ciones de uso en el campo urbano, tanto en el orden municipal como
en el orden nacional, lamentablemente siguen realizándose en forma clan­
destina: el particular se entera posteriormente, como si se tratase de
algo que hay que mantener oculto para que el particular no lo conozca.
En cambio, en un sistema racional de planificación urbanística, a ma­
yores poderes otorgados a la Administración y a mayor vinculatoriedad
de los planes. debe corresponderse una también mayor protección a los
particulares. Para ello, al menos, debe establecerse ese mecanismo tan
usual en los países donde existe un sistema de planificación urbanística,
que permite las audiencias públicas y consultas privadas en el proce­
dimiento de elaboración de Jos planes, de manera que no exista clan­
destinidad. La Ley Orgánica de Régimen Municipal de 1978, en esto, tam­
bién ha significado, en algo, un paso de avance.

El Derecho Administrativo se mueve siempre, en la búsqueda de
un balance entre Jos poderes del Estado y la protección de los particu­
lares; no pueden establecerse mayores poderes del Estado en el campo
de la planificación con efectos vinculatorios sobre la propiedad, sin pre­
verse, paralelamente, mayores protecciones a los particulares a través
de mecanismos como éste, que aseguren la participación de los admi­
nistrados en la elaboración y solución de los problemas.

2. La Organización Administrativa del Urbanismo

La segunda de las exigencias de un Derecho Urbanístico, aparte de
la necesidad de regulación de la planificación urbana, es el estableci­
miento de una adecuada organización administrativa del urbanismo. Para
ello es necesario, en primer lugar, establecer, como señalábamos ante­
riormente, una precisa distribución de competencias entre los órganos
nacionales, regionales y locales.

No puede hablarse de organización administratíva del urbanismo,
si no se establece, con precisión, esa distribución de competencias en
los diversos niveles de la autoridad pública. Pero estas regulaciones de
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competencia, sin duda, no pueden ser regulaciones de hecho o que sur­
jan por vía consuetudinaria: tienen que ser previstas formalmente, en
textos que las precisen. No puede suceder lo que sucedió con el Minis­
torio de Obras Públicas y sigue sucediendo, en gran parte, con el Mi­
nisterio de Desarrollo "Urbano. el cual ejerce competencias de hecho. El
Ministerio de Obras Públicas otorgaba asignaciones de uso en terrenos
a urbanizar, y esta actividad la realizaba sin tener asidero legal alguno 7 hi\

porque no existía, ni existe, actualmente, en el ordenamiento jurídico
venezolano, norma alguna que le atribuyera o le atribuya competencias
a un organismo nacional, anteriormente, el Ministerio de Obras Públicas,
actualmente el Ministerio de Desarrollo Urbano, para decidir estas asig­
naciones de uso en áreas no urbanizadas y que están por urbanizarse
Esta actividad era, y sigue siendo hoy, uno de los pilares del control
urbanístico, pero sin asidero legal. Ciertamente que la Ley Orgánica de
la Administración Central" que creó el Ministerio de Desarrollo Urbano,
le atribuye una serie de competencias genéricas en relación al uso del
suelo urbano, pero no bastan fórmulas legales genéricas y etéreas para
fundamentar una competencia de control, tan precisa e importante, como
no bastaba, para fundamentarla, el hecho de que el viejo Estatuto
Orgánico de Ministerios atribuyera al Ministerio de Obras Públicas, com­
petencía en materia de urbanismo 9.

Una regulación de competencias, precisa y formal, es indispensable,
y sin ella, no es posible establecer una adecuada organización adminis­
trativa. Esta organización administrativa, por tanto, deberá configurarse
como un sistema administrativo donde exista un órgano central que lo
comande a nivel nacional, e integrado por diversos órganos regionales
y locales, teniendo como instrumento básico de acción, el sistema de
planificación urbanística. Inclusive, en los centros poblados en que sea
necesario prever competencias de otra naturaleza, como las de ámbito
metropolitano, deberán establecerse mecanismos mancomunados que su­
men las voluntades locales.

7. bis Cfr. la apreciación de O. lares, V. Possi, A. Morales Tucker y C. de Brandt,
Tipología, InstrumentoJ " Procedimientos para la aplicación de planeJ de desarro­
l/o urbanÍJtico, Caracas 1980, p. 96.

8, Véase en G. O. N9 1.932 Exrr. del 28-12-76,

9. Artículo 23, ordinal 8'\ del Estatuto Orgánico de Ministerios, del 30-12-50, en
G. o. N9 24.162 de 13-6-53. Por supuesto, tampoco es admisible la regulación
exclusivamente reglamentaria dictada, por ejemplo, en el Decreto N9 668 de 3
de julio de 1980 sobre Normas para el desarrollo y control de urbanizaciones.
cuyo contenido se comenta en esre libro.
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Por otra parte, sólo con una precisión de competencias administra­
tivas, es que puede realizarse una labor de vigilancia, control, gestión
y ejecución del urbanismo.

,3. El régimen urbanístico de la propiedad

La tercera exigencia para el establecimiento de un Derecho Urba­
nístico en Venezuela, se refiere a la previsión de un régimen del suelo
urbano o, si se quiere, de un régimen urbanístico de la propiedad pri­
vada del suelo urbano. No hay duda de que el mayor obstáculo al
urbanismo en Venezuela, ha sido el régimen de la propiedad privada,
y de que el mejor factor de facilitación del proceso de urbanización
que hemos sufrido, también ha sido ese régimen de la propiedad pri­
vada, que la haga cumplir una función urbanística y que, por tanto,
permita ir hacia un proceso de urbanismo y no sólo de urbanización.

En todo caso, si se habla de la necesidad de un adecuado régimen
del suelo urbano, esto incide directamente sobre el régimen de la pro­
piedad. Ante todo, resulta necesario establecer en forma general, el ca­
rácter de limitación legal a la propiedad de todas las previsiones relativas
al urbanismo. Como consecuencia, el Derecho Urbanístico debe confor­
mar el entorno y contorno normal de la propiedad, por lo que no se
podrían plantear exigencias de indemnización por las regulaciones de
carácter urbanístico, por ejemplo, con motivo de la determinación del
uso del suelo urbano; con motivo de la previsión, a la propiedad urbana,
de obligaciones de uso en un determinado sentido (por ejemplo, la obli­
gación de edificar que existe en otros países); con motivo de la dismi­
nución en Jos derechos que resulten de un cambio en el sistema de pla­
nificación urbana; o con motivo de la alteración de los usos que resulten,
también, de ese proceso de urbanismo.

En la actualidad no hay consagración general alguna de estas preví­
siones, y el principal obstáculo con el cual se enfrenta el urbanismo es,
precisamente, el carácter de los derechos adquiridos que surgen de la
propiedad tradicional. Ello implica el derecho, siempre, de exigir una
indemnización, cuando se desmejoren en alguna forma los atributos nor­
males de la propiedad. Este sistema de regulaci6n del sucio urbano debe
ser transformado con el establecimiento de un derecho urbanístico.

Por otra parte, en cuanto al régimen de la propiedad, no sólo está
la exigencia de establecer las limitaciones legales a la misma por razón
de urbanismo, sino la exigencia, también, de regular, con precisión, los
actos administrativos que inciden sobre el derecho. Por ejemplo, en
relación al proceso de permisos, deben determinarse sus efectos sobre
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la propiedad, precisarse si confieren a sus titulares derechos adquiridos,
y su revocabilidad.

Deben establecerse otra serie de regulaciones como, por ejemplo, las
relativas al aprovechamiento de la propiedad en caso de parcelamientos.
En este campo, el régimen actual tiene carácter incidental e indirecto,
conforme a las normas de la Ley de Ventas de Parcelas 10, que fue con­
cebida, más como mecanismo de control y de protección del comprador,
que como una regulación concerniente al ordenamiento urbano.

En el establecimiento de este régimen urbanístico de la propiedad
también debe plantearse la búsqueda del balance señalado: a mayor
limitación a la propiedad y a mayor regulación del propietario, debe
corresponderse una mayor protección de sus derechos: todo un sistema
del contencioso-urbanístico debe ser establecido y, por tanto, las posi­
bilidades de recurso y dc protecciones jurisdiccionales deben ir paralelas
a aquella mayor regulación de la propiedad y al establecimiento de ese
régimen del suelo urbano.

4. La gestión y ejecución del urbanismo

La cuarta exigencia de un derecho urbanístico, además del derecho
de la planificación urbanística, de la organización administrativa para
el urbanismo y del régimen urbanístico de la propiedad o régimen del
suelo urbano, es el de un derecho para la gestión y la ejecución del
urbanismo. Es necesario, en efecto, que el derecho urbanístico y la futura
Ley que se pueda dictar en este campo, establezcan los diversos sistemas
de actuación urbanística, En la actualidad puede decirse que no hay
regulación coherente en este campo.

En efecto, anteriormeute señalábamos que, hasta ahora, la urbani­
zación se ha caracterizado por el hecho de que han sido los particulares
y la iniciativa privada los que han tenido a su cargo la ejecución del
proceso urbano; las actuaciones públicas no están reguladas coherente­
mente, y las pocas normas que existen al respecto, no son las más
adecuadas. Por ejemplo, no existe en la actualidad, una regulación urba­
nística de la expropiación o si se quiere no existe un régimen de la
expropiación con fines urbanísticos. Las normas de la vieja Ley de
Expropiación por Causa de Utilidad Pública o Social de 1947 ", son
también, normas guiadas por un proceso de expropiación de otras pro­
piedades, en particular de carácter rural, y muy pocos de sus artículos están
destinados, específicamente, a la expropiación con fines urbanísticos.

10. Véase en G. O. NQ 26.428 del 9-12-60.
11. Véase en G. O. Nº 22.458 del 6-11-47.
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Por otra parte, regulaciones como, por ejemplo, las relativas a las
cesiones gratuitas de la propiedad privada, en forma obligatoria, por
razones urbanísticas, tan características en muchos países, deben preverse
con carácter general. En la actualidad, sólo están reguladas formalmente
en las Ordenanzas que regulan el urbanismo en el Area Metropolitana
de Caracas 12, En otras jurisdicciones, aún sin regulación legal, se aplican,
de hecho, en virtud de un cierto chantaje administrativo que deriva del
DO otorgamiento de los permisos respectivos de construcción, sin el com­
promiso de cesión de la propiedad.

Se hace necesaria, por tanto, cuando se habla de la regulación de
los medios de ejecución del urbanismo, la previsión formal de las diver­
sas figuras jurídicas necesarias, y entre ellas la de las cesiones obligatorias
y gratuitas de la propiedad privada, y de la agrupación forzosa de
propietarios para ciertos desarrollos urbanísticos, las cuales tampoco
existen, a nivel general, en Venezuela. Por primera vez hemos visto
establecida una figura conexa, en la Ordenanza de zonificación del sector
Sabana Grande, del Distrito Federal, de 1977 1

' , aun cuando inconstitu­
cional, por no prever, paralelamente, los mecanismos de protección a
los derechos de los particulares afectados 13 bl'. En dicha Ordenanza se esta­
blecía que cierlos usos no podrían realizarse a través de parcelas indivi­
duales, sino conjuntamente por lodos los propietarios del área a la cual
se había asignado el uso. Se trataba aquí, por tanto, de la búsqueda forzosa
de una agrupación de propietarios para el desarrollo integrado de ciertas
áreas, pero no se preveían los mecanismos de protección. Entonces, bastaba
con que un propietario se negase a participar en el desarrollo conjunto,
para que quedasen congeladas las propiedades comprendidas en toda
el área.

Se pueden establecer mecanismos de agrupación forzosa, pero hay
que prever medios que la permitan, haciendo prevalecer la voluntad del
grupo de propietarios frente al disidente. Regular, simple e indirectamente,
la agrupación forzosa de propietarios para ciertos usos del suelo urbano
sin consagrar los mecanismos que pueden conducir a proteger los dere­
chos de los propietarios y a la implementación de la agrupación forzosa,
es, pura y simplemente, una inconstitucionalidad. No se puede, insistimos,

12. Véase las sendas Ordenanzas sobre Arquitectura, Urbanismo y Construcciones en
General, sancionadas por el Concejo Municipal del Distrito Federal el 14-9-77 Y
por el Concejo Municipal del Distrito Sucre del Estado Miranda el 28-4.78.

13. Véase artículo 25, ordinal 29, de la Ordenanza, en Gateta Municipal del Distrito
Federal, Exrr., N' 450 del 23-5-77.

13. Mi! Por ello, y en virtud de su impugnación ante la Corte Suprema de Justicia, el
Concejo Municipal la reformó, en este aspecto, por Ordenanza sancionada el 7-7-80.
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regular la propiedad privada por razones urbanísticas, sin establecer
paralelamente las garantías adecuadas al derecho.

Se requieren, en el establecimiento de! régimen jurídico del suelo
urbano, otras normas, como, por ejemplo, las relativas a la municipali­
zación del suelo urbano o con expectativas urbanas, y la previsión de
las actividades que corresponden a los organismos respectivos, incluso en
el nivel nacional, como, por ejemplo, al Fondo Nacional de Desarrollo
Urbano 14.

5. Las contribuciones urbanísticas

Una quinta exigencia del Derecho Urbanístico, además de las cuatro
antes señaladas, es la necesidad de establecer un régimen jurídico ade­
cuado para las contribuciones urbanísticas a las cuales debe estar some­
tida la propiedad privada, En Venezuela, tenemos regulaciones muy
dispersas e incoherentes en esta materia; por ello se hace indispensable
establecer; por ejemplo, la contribución especial por plusvalías urbanas.
inclusive, como un mecanismo indirecto para lograr detener en algo la
especulación del suelo urbano. Tenemos normas muy imperfectas en este
campo, en la Ley de Expropiación por Causa de Utilidad Pública o
Social, Jugar además, al menos, inadecuado para regular normas de orden
tributario 15, Por otra parte, dichas normas no se han aplicado en el país
materialmente en casi ninguna oportunidad, por lo que muy poco han
contribuido con la comunidad los propietarios que se han enriquecido
por fuerza de la construcción de una obra pública,

También debe regularse, con carácter general, los impuestos munici­
pales que inciden sobre el urbanismo, y deberá llegarse al establecimiento,
con carácter general, por ejemplo, de los impuestos a las actividades
insalubres, a las actividades contrarias al plan o de uso no conforme,
y a los inmuebles no edificados. Las orientaciones generales respecto de
estos tributos podían establecerse nacionalmente, para luego regularse y
desarrollarse a nivel local.

14. Véase la Ley del Fondo en G. O. N9 30.790 del 9-9-75.
15. Véanse artículos 15 y 16 de la Ley de Expropiación por Causa de Utilidad

Pública o Social, en G. O. N9 22.458 del 6-11-47.
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IV. OBJETO Y PLA!\ GDIERAL DE LA OBIlA

Ahora bien, si se analiza la realidad actual del ordenamiento jurí­
dico venezolano en el campo de la urbanización y se confronta con las
exigencias que plantea un Derecho Urbanístico, resulta clara la conclusión
de que, en Venezuela, no existe un Derecho Urbanístico. Hay un Derecho
que ha guiado el proceso de urbanización, pero no hay un Derecho
Urbanistico. Por tanto, este libro no es un libro sobre Derecho Urbanís­
tico. No podría serlo, salvo que nos dedicásemos a teorizar, y sobre teoría
jurídica del urbanismo ya mucho se ha escrito 151)i~. Este trabajo, al contra­
rio, pretende mostrar la realidad institucional venezolana para enfrentar el
problema de la urbanización, y la conclusión de esa muestra es que
se trata de una deficiente realidad, tanto por lo que se refiere al régimen
de la propiedad urbana, como de los poderes de la autoridad pública
para adaptarla a las necesidades colectivas. El título del libro, por tanto,
responde a una contradicción con su contenido. El estudio del régimen
urbanístico de 'la propiedad privada en Venezuela, en realidad, lo que
nos muestra es la insuficiencia de un adecuado régimen urbanístico de
la propiedad privada, que está exigiendo una inminente reforma.

Venezuela no puede seguir a la deriva en su proceso de urbanización.
Sin duda, es una tarea colectiva prioritaria el que se acometa una reforma
urbana, y para ello, hay que contar con adecuados instrumentos jurídicos
y políticos. Mostrando las deficiencias e insuficiencias del régimen actual,
al describirlo y comentarlo, pretendemos contribuir a la orientación de
esa reforma desde el punto de vista jurídico. Nuestro objetivo, por tanto,
es realmente, sembrar vientos () fermentos, pues estamos conscientes de
que, en todo caso, la reforma es una tarea de muchos años y que, ade­
más, no se puede limitar a la aprobación de leyes y decretos, sino a la
adopción de políticas de acción concretas y efectivas, de las cuales
aquéllos son una mera pieza. La responsabilidad política de nuestros

15. bre Aparte de las diversas obras y trabajos citados cn diversas partes de este libro,
dcnrro de lo más reciente, véase Eduardo Garda de Enterrie y Luciano Parejo
Alfonso. Lecciones de Derecho Urbanístico, Madrid 1979; y Tomás-Ramón Fer­
nández, Manual de Derecbo Urbanístico, Madrid 1980.
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gobiernos, por tanto, sólo se demostrará si dicha tarea se inicia pronto,
y antes de que el caos urbano sea insostenible.

No tiene sentido, salvo por la irresponsabilidad y falta de clarivi­
dencia de nuestros gobernantes. que tengamos que esperar que se acelere
la crisis urbana, para iniciar la reforma, y esperar que ocurra lo que en
La Carta de Atenas se vaticinaba: " ... a veces, del mismo exceso del
mal sale el bien, y cl inmenso desorden material y moral de la ciudad
moderna, tendrá por resultado hacer surgir, por fin, el estatuto de la
ciudad que, apoyado en una fuerte responsabilidad administrativa, ins­
taurará las reglas indispensables para la protección de la salud y la
dignidad humanas" 16.

Sin embargo. nn gobierno no puede esperar las crisis, para que sirvan
de estímulo a sus acciones. Debe preverlas y evitarlas. Para ello, requiere,
ante todo, del conocimiento de la realidad existente. S610 asi pueden
hacerse reformas. El libro, en este sentido, pretende mostrar la realidad
institucional deJ país en materia urbanística, y proponer las bases para
su reforma.

Ello Jo haremos tomando como punto de referencia el régimen urba­
nístico dc la propiedad privada, institución en torno a la cual debe girar
cl Derecho Urbanístico. Para ello, el libro se ha dividido en cuatro
partes, desarrolladas en la siguiente forma:

En una Primera Parte, relativa a la Propiedad Privada y el Urba­
nismo se estudian. en primer lugar, las exigencias de regulación de la
propiedad urbana y su evolución (Cap. 1); y en segundo lugar, el régi­
men de la propiedad urbana en el Código Civil (Cap. I1).

En una Segunda Parte, relativa a la Ordenación Urbanística de la
Propiedad, se analizan, en primer lugar, las competencias públicas en ma­
teria urbanística (Cap. 111); y en segundo lugar, la ordenación normativa
de la propiedad por razones de urbanismo, con una referencia al régimen
del Area Metropolitana de Caracas (Cap. IV).

En una Tercera Parte, relativa a la Administración del Urbanismo
se analiza, en primer lugar, la organización administrativa del urbanismo
(Cap. V), y en segundo lugar, la actividad administrativa relativa a la
ordenación urbanística (Cap. VI).

y en una Cuarta Parte, relativa a algunos instrumentos de ejecución
pública del urbanismo, se estudian, en primer lugar, las expropiaciones
urbanístícas (Cap. VII); y en segundo lugar, las cesiones obligatorias de
la propiedad privada a los entes públicos por razones del urbanismo
(Cap. VIII).

16. Loe. cit., N' 73, p. 199.
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En el Apéndice, y como resultado del análisis anterior, se formulan
algunas bases para la elaboración de un Proyecto de Ley de Ordenación
Urbanística.

De acuerdo a ]0 anterior, el plan de la obra es como sigue:

INTRODUCCION GENERAL

PRIMERA PARTE: PROPIEDAD PRIVADA Y URBANISMO

Capítulo 1: La propiedad urbana y su función social

1. La importancia del fenómeno urbano.

Ir. Las características de la propiedad urbana.

In. La evolución del régimen del derecho de propiedad.

IV. La función social de la propiedad.

Capítulo II: El régimen de la propiedad urbana en el Código Civil

1. Las normas sobre propiedad inmobiliaria del Código Civil.

n. La trayectoria de las normas esencialmente referidas a la propiedad
inmueble urbana.

JII. Otras normas de interés particular en el ámbito urbano.

SEGUNDA PARTE: LA ORDENACION DE LA PROPIEDAD
URBANA

Capítulo IlI: Las competencias públicas en materia urbanística

1. Antecedentes constitucionales.

11. El régimen de la Constitución de 1947.

111. El régimen de la Constitución de 1953.

IV. El régimen de la Constitución de 1961.

V. La situación actual de las regulaciones en el campo de las compe­
tencias urbanísticas.

Capítulo IV: La ordenación normativa de la propiedad por razones de
urbanismo

I. Introducción.
Il. Los actos estatales nacionales de efectos generales relativos a la

Ordenación Urbanística.
In. Los actos estatales locales de efectos generales relativos a la Orde­

nación Urbanística.
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IV. La ordenación normativa por razones de urbanismo del Area Metro­
politana de Caracas.

TERCERA PARlE: LA ADMINISTRAClON DEL URBANISMO

Capítulo V: La organización administrativa elel urbanismo.

I. Principales órganos de la Administración Nacional.

11. Los órganos de la Administración Municipal.

lII. Los órganos de la Administración Metropolitana de Caracas.

Capítulo VI: La actividad administrativa relativa a la ordenación urba-
nística

I. El carácter reglado de las actuaciones urbanísticas.

n. La ordenación administrativa del uso del suelo urbano.

lII. Los permisos de urbanismo.

IV. Las órdenes de urbanismo.

CUARTA PARTE: ALGUNOS INSTRUMENTOS DE E/ECUClON
PUBLICA DEL URBANISMO

Capítulo Vil: Las expropiaciones urbanísticas

1. Planteamiento general.

11. Los elementos de la expropiación.

IlI. El procedimiento administrativo en la expropiación,

IV. El procedimiento judicial expropiatorio.

V. El justiprecio.

Capitulo VIlI: Las cesiones obligatorias de la propiedad privada a los
entes públicos por razones de urbanismo

I. Introducción.

1I. Las cesiones obligatorias del suelo urbano de propiedad privada a
los entes municipales por razones de urbanismo.

IlI.. Las áreas verdes municipales (públicas) y las calles, como bienes
del dominio público de uso público.

IV. Las cesiones obligatorias de inmuebles a la República con fines
educacionales en desarrollos urbanisticos.
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APENDICF: ALGUNAS BASES PARA UN PROYECTO DE LEY
NACIONAL DE ORDENACION URBANISTICA

I , Objeto y alcance de la Ley.
1[. La planificación urbanística.

111. Las autoridades urbanisticas.
IV. El rógimcn urbanistico del suelo.
V. Las actuaciones urbanísticas.

VI. Las contribuciones por razón de urbanismo.
V11. El control urbanístico.
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Primera Parte

PROPIEDAD PRIVADA y URBANISMO





CAPITULO l. LAS I::XIGENCIAS DE REGULACION
DE L4 PROPlEDAD URBANA y SU EVOLUCION

1. l,A lMPOHTANCIA InL FENOMI::'NO UlWANO

En el mundo contemporáneo, no hay duda de que uno de los acon­
tecimientos que mayor influencia ha tenido en el derecho de propiedad,
corno típico derecho subjetivo, ha sido el fenómeno urbano 11, es decir, la
concentración de personas en determinadas áreas o núcleos urbanos, Esta
concentración ha traído como consecuencia que, con motivo de ella, se
haya producido un acentuado proceso de intervención del Estado en la
propiedad, con lo cual se ha trastocado el régimen tradicional de este
derecho. Este proceso intervencionista se ha caracterizado por la lucha
del Estado por acomodar esa propiedad, teóricamente individualista, ex­
clusiva y absoluta, al mejor bienestar, no sólo individual de su propie­
tario, sino ele la comunidad. Por ello, ha sido precisamente por el fenó­
meno urbano que, por ejemplo, desde el punto de vista del derecho civil
exclusivamente, empezaron a aparecer todas esas instituciones que giran
en torno a la propiedad inmobiliaria contemporánea: regulación de alqui­
leres, propiedad horizontal, venta de parcelas y regulación de venta de
viviendas.

El fenómeno urbano y, por tanto, la ordenación del urbanismo,
comienzan a configurar una nueva propiedad o, al menos, a adaptar la
propiedad a nuevos límites y a determinarle un nuevo contenido, distinto
al tradicional; en definitiva, a redefinir la propiedad.

Pero, por supuesto, el fenómeno urbano DO es reciente. Siempre
ha habido núcleos urbanos en toda la historia de la humanidad. Sin
embargo, Jo que sí es reciente es que esta concentración de personas en
núcleos urbanos en la época contemporánea, es un derivado del indus­
trialismo; y es quizás la mezcla de urbanismo y maquinismo, lo que
produce este impacto distinto del urbanismo en la propiedad.

Esta concentración urbana reciente, producto de la revolución indus­
trial, es, en efecto, distinta cualitativa y cuantitativamente a cualquier

17. Cfr.: Ramón Martín Mateo. "Propiedad Urbana y Planificación", en Revista
de Derecho Urbanístico, Madrid, ocr-dic. 1969, pp. 13 y ss.; y Problemas del
Urbanismo Moderno, lEAL, Madrid 1967.
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otro impacto que pudo tener la urbanización, en la propiedad, en otras
épocas. En efecto, el régimen de la propiedad tradicional, ann en el
derecho romano, se construyó fundamentalmente, sobre un contenido
económico particular: la propiedad fue siempre una institución básica­
mente agraria, estructurada sobre una economía de carácter agrícola. Esa
institución de la propiedad rural fue, en efecto, la que se reguló en el
Código Napoleón y en los diversos códigos civiles, y es la que ha estado
normada en todos nuestros códigos civiles hasta el vigente.

Ahora bien, al trastocarse el sistema económico agrarista que le
daba soporte al régimen de la propiedad, ello trajo consigo, también,
su modificación y transformación. Por ello, en realidad, puede decirse
que es el advenimiento de la sociedad industrial y de la sociedad urbana
moderna, lo que ha erosionado, realmente, la institución de la propiedad,
y ha provocado la transformación de ese carácter absoluto de la misma,
como derecho ilimitado y exclusivo; sólo toeable para obras públicas,
que era la úniea limitación que se admitia en el siglo pasado, y lo ha
sustituido por una nueva visión de la propiedad que, sin dejar de estar
regulada como un derecho subjetivo, prevé que sus poderes son limitados
y que, además, está sometida a deberes y obligaciones.

Por otra parte, toda esta transformación de la propiedad y de su
régimen y esto es algo que también se acepta ya en la doctrina civilista,
ha trastornado el régimen único y uniforme de aquella propiedad del
siglo pasado. Por eso ahora se habla tanto de una propiedad urbana,
como de una propiedad rural o de una propiedad industrial; es decir,
no se habla de una propiedad, sino de muchas propiedades.
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Il. LAS CARACTERISTICAS DE LA PROPIEDAD URBANA

Ahora bien, en cuanto a la propiedad urbana, nos interesa referirnos
a ella por contraposición a esas otras propiedades y, particularmente, al
régimen de la propiedad tradicional. Si hacemos esa comparación nos
encontramos, en términos generales, que esta propiedad urbana, frente
a la propiedad tradicional, se identifica por una serie de características
que destaca muy claramente J. Pastor Ridrucjo ": como una propiedad de­
limitada; sometida a un destino determinado; con un status particular, in­
clusive, de carácter temporal; de carácter esencialmente expropiable y
no por vías de excepción, corno en el caso de la propiedad tradicional;
sometida a una serie de restricciones y obligaciones; y de carácter formal.

Veamos las implicaciones de estas características.

l. Es una propiedad delimitada en tres dimensiones

En primer lugar, la propiedad urbana es una propiedad delimitada,
pero, a diferencia de la propiedad tradicional, la delimitación de la
propiedad urbana se produce en tres dimensiones.

La propiedad tradicional, en efecto, era una propiedad delimitada
en dos dimensiones; básicamente, era una propiedad planimétrica y
por eso, es que en el derecho civil y en derecho procesal." es tan im­
portante la institución del deslinde: los linderos de la propiedad eran
la sola delimitación de la propiedad inmueble. Además del deslinde, los
problemas relativos a la medianería, también se basaban en una propiedad
delimitada en dos dimensiones 20. Por ello, en todo el régimen de la
propiedad que regula el Código Civil, no se plantean problemas de
ordenación respecto a la tercera dimensión. es decir, a la altura. La

18. Véase J. Pastor Ridruejo, "La Propiedad Urbanística y su Legitimación: Planes
y Licencias", en Revista de Derecho Urbanístico, Madrid, enero-marzo 1971.
pp. 45 y ss.

19. Artículo 550 del Código Civil y artículos 642 y ss. del Código de Procedimien­
to Civil.

20. Artículos 684 y ss. del Código Civil.
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tercera dimensión quedaba un poco para recreaciones imaginarias: el
propietario extendía su propiedad sobre la superficie y sobre todo lo
que se encontrase por arriba, y por debajo de la superficie 21.

La propiedad urbana, en cambio, se presenta como una propiedad
que en vez de planirnétrica, es esencialmente volumétrica "':": regula el
volumen, además de los problemas de linderos en las dos dimensiones.
Por eso se acepta que en la propiedad urbana hay una tercera dimen­
sión: la verticalidad, y precisamente es con motivo de las necesidades
urbanísticas, que se la comienza a regular. Antes, con aquella propiedad
de dos dimensiones, los efectos de propiedad "hacia el cielo y hacia los
infiernos" 22, sólo era limitable por aquella institución de origen jurispru­
dencial que se conoce como el abuso de derecho 23. En cambio, en el
régimen de la propiedad urbana, se comienza a ver esta tercera dimensión,
a regularla y limitarla, siendo, quizás, el volumen y la altura, el objetivo
central de la regulación.

En todo caso, esta tercera dimensión del régimen de la propiedad
urbana deriva, en general, del carácter tridimensional del urbanismo.
No hay que olvidar que la Carta de Atenas de 1933, definía al urbanismo
como "una ciencia de tres dimensiones y no de dos" y agregaba que
"las funciones-claves: habitar, trabajar, recrearse, se desenvuelven en
el interior de volúmenes edificados sometidos a tres necesidades im­
periosas: espacio suficiente, sol, aereación, Estos volúmenes no dependen
solamente del suelo y de sus dos dimensiones sino, sobre todo, de una
tercera, la altura. Es utilizando la altura como recuperará el urbanismo
los terrenos libres necesarios para las comunicaciones y los espacios
útiles al esparcimiento" 24. Al contrario de las tres funciones señaladas,
la cuarta función, la circulación, utiliza básicamente dos dimensiones
ligadas al suelo, y la altura no interviene sino excepcionalmente. Sin
embargo, al dejar la circulación de tener la prioridad en el urb~nismo,
adquieren toda su importancia la altura y el volumen; y a éstos es que
va referido, preferentemente, el régimen de propiedad urbana.

21 . Artículo 549 del Código Civil.
21. lJi~ Véase Angel Susrreeta Elustiza, Propiedad y Urbanismo, Madrid, 1978, pp.

133 Y 155 Y ss.

22. Usqae ad sidera, usque ad in/eros. Véanse las referencias en AlIan R. Brewer­
Cartas, Derecho y AdminiJ-tración de las Aguas ,. Otros Recursos Naturales Re,
novables. Caracas 1976, pp- 62 y ss.

23. Véase, por todos, Louis josserand, Derecho Civil, tomo 11, vol. 1, Buenos Aires
1950, pp. 311 y ss.

24. Véase CIAM, La Carta de Ajenas. Buenos Aires 1954, N'" 82, p. 128.
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